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AL QUE LEYERE 



El estudio del derecho constitucional es de época reciente en- 
tre nosotros, á pesar de las seis Constituciones que vienen rigién- 
donos desde el año 12 hasta la fecha. Decirse puede que esa épo- 
ca ha empezado en el año de 1867, y bastaría para probarlo el 
señalar que hasta esa fecha no ííe^egó á descubrir el gran ab- 
surdo que envoMa el que la Suprema Corte fuera, en ciertos ca- 
sos, audiencia territorial del Distrito. 

Desde el año de 1867 las inteligencias se han dirigido hacia 
estos estudios: hánse hecho ya ensayos muy valiosos, pero sin 
embargo, la ciencia del derecho constitucional se haUa aún en 
mantillas. De aquí el interés que despiertan estas cuestiones, y 
de aquí la obligación en que todos estamos de contribuir, según 
la medida de nuestras fuerzas, á que los espíritus tomen desde 
el principio una buena dirección y no se encaminen por sendas 
extraviadas, legando á nuestros pósteros el trabajo de destruir 
nuestra obra para edificar después sobre sus ruinas. Peligrosos 
son siempre los extravíos en la ciencia; pero lo son mucho más 
en la ciencia política, cuyos errores generalmente no se corrigen 
sino con arroyos de sangre. 

Trátase aquí de una cuestión constitucional de gran impor- 
tancia, y trátase también de una cuestión de derecho civil de 
trascendencia suma. El autor de este estudio tiene la concien- 
cia de que presenta para ambas la solución que demandan la 
prosperidad del crédito hipotecario y los intereses sociales. A 
los jueces les toca confirmar sus afirmaciones si son provecho- 
sas y verdaderas, ó rechazarlas si son falsas y nocivas. 30Qle 



Digitized by VjOOQ IC 




Jl Sr. Lie. D. Alfonso Lancaster Jones ha publica- 
do un estudio sobre el recurso de amparo, con mo- 
tivo del que, en representación de los Sres. Larra- 
che y Compañía sucesores, introdujo contra los 
procedimientos del ciudadano Juez 29 de lo civil, en el 
concurso hipotecario á las haciendas de « Santiago » y 
« Villela,» situadas en San Luis Potosí, de la propiedad 
de D. Blas Pereda, fundándose en que las escrituras de 
dos de los acreedores, la de Doña María Antonia Blanco 
de Barquín y la de D. Antonio de Mier y Celis, no ha- 
blan sido registradas con todos los requisitos que marca 
el art. 2.026 del Código civil. 

No hay que negarlo: el estudio del Sr. Lancaster Jo- 
nes es uno de los mejores que se han publicado desde la 
vigencia de la Constitución de 1857, sobre alguno de 
los puntos que ella comprende. ¡ Lástima que tanta eru- 
dición y tanto talento estén del lado de la causa desor- 
ganizadora de la sociedad ! 

La causa que defiende el Sr. Lancaster Jones, en el 
terreno en que con tanta habilidad como destreza pre- 



tende colocarla, debe contar con las simpatías de la Cor- 
te, mucho más que la que nosotros defendemos. Trátase, 
según él, de averiguar si cabe el recurso de amparo en 
negocios judiciales civiles, y natural es que la Corte se 
incline á la interpretación que le da más amplitud de 
facultades que á la que se las restrinja. Todo poder es 
invasor, y particularmente los que se denominan supre- 
mos llevan siempre muy á mal cualquiera limitación de 
autoridad. Nada ganamos con cerrar los ojos; no por 
eso la luz dejará de existir: lo que acabamos de asentar 
es la ley de los hombres y de los cuerpos sociales, y pa- 
ra resistir á esta ley general es preciso tener un temple 
de alma al uso de Washington, al uso de Leopoldo de 
Bélgica. 

En la Corte abundan los hombres de ánimo esforza- 
do y sereno, que saben poner los intereses sociales por 
encima del espíritu de cuerpo. A ellos fiamos el éxito 
de nuestra causa. 

A los hombres de negocios, á los intereses creados y 
al pueblo en general, les es más simpática nuestra causa 
que la de nuestros adversarios. Grandioso es el espec- 
táculo que al pueblo ofrece la Corte cuando se inter- 
pone entre el Poder Ejecutivo y una triste y desvalida 
personalidad, á la que el primero pretende anonadar 
con el enorme peso de su autoridad. Entonces es la ley 
que se levanta contra los hechos consumados; entonces 
es la justicia que se endereza contra la fuerza; enton- 
ces es la razón que vence á la arbitrariedad; es, final- 
mente, el gran justicia de Aragón arrancando á Antonio 
Pérez de las garras de Felipe II. 

Mas cuando se concede un amparo en negocios judi- 
ciales, ¿qué es lo que pasa en el orden de los principios 



y en el círculo de las ideas? Que la ley se levanta con- 
tra la ley, que la razón lucha con la razón, que la jus- 
ticia batalla con la justicia; y esto, en el orden de las 
ideas, es el suicidio; y esto no cabe ni puede caber en 
el orden ideológico. . Y si en el orden ideológico no tiene 
razón de ser, ¿qué es lo que verá el pueblo en el terre- 
no de los hechos? Que el tribunal más fuerte y más po- 
deroso vence y anonada á los jueces y tribimales más 
débiles. 

Es preciso decirlo, y decirlo muy alto, para que no 
se confundan en este particular las ideas: la extensión 
del recurso de amparo no es lo más liberal ni lo más de- 
mocrático. Si existe im poder central cuya autoridad se 
extienda á todos los actos ejercidos por los demás po- 
deres, sean del orden y gerarquía que fuesen, desde el 
juez de paz hasta la autoridad más encumbrada de la 
República, ¿qué queda de la Federación y de la sobe- 
ranía de los Estados? Una sombra vana, una palabra 
vacía de sentido. Poco importa, pues, que estas atribu- 
ciones se ejerzan por el Poder Supremo Judicial ó por 
cualquiera de los otros. Legislativo ó Ejecutivo; el re- 
sultado es y será siempre el mismo. Para que la sobe- 
ranía de los Estados no sea un nombre vano, es preciso 
que haya algún punto en el que estén libres de la aecion 
de cualquiera de los poderes del centro, y este punto 
parece que no puede ser otro que la administración de 
justicia en lo civil. 

Si no es así, preciso se hace suprimir de la Constitu- 
ción los artículos 40, 41 y 117, que expresa y terminan- 
temente establecen esa soberanía, y que se violan con 
el principio que impugnamos, con el principio de que 
cabe el amparo contra toda clase de actos de autoridad, 



sea en el orden administrativo ó judicial, ya en materia 
criminal, ya en materia civil. 

El pueblo tiene derecho á que se le diga la verdad 
con franqueza, clara y sin ambajes. Si está sujeto aun 
poder omnímodo y absoluto, tiene derecho á que se le 
diga así, que preferirá tolerarle cuando tenga el valor 
de la franqueza, á cuando acuda al disfraz del sofisma 
y de la duda, lo que se asemeja á «encubrir perniciosas 
intrigas con velo tejido de bellas y engañadoras pala- 
bras.» * 

Con referencia al recurso de amparo ha habido quien 
escribiera: «una institución de que se abusa, es una ins- 
titución que se enferma; y es ley de la naturaleza que 
todo lo que se enferma está condenado á morir. » No 
podemos aceptar este pronóstico. El amparo contra los 
actos de los poderes Ejecutivo ó Legislativo y contra 
los actos de los jueces en materia criminal, es la mejor 
garantía de la libertad, y es ley de la historia que cuan- 
do los pueblos viven algún tiempo la vida de la liber- 
tad, no retroceden jamas sino después de un cataclismo 
social. El recurso de amparo es lo más bello que tiene 
la Carta fundamental, y si de él se abusa, ¿por qué no 
mejor corregir esos abusos que' matarle? Es ley de la 
naturaleza que lo que se enferma muera, si el enfermo 
persiste en un sistema de desorden y desconcierto; pe- 
ro si se sujeta á un régimen prudente y juicioso, si se le 
amputa la parte dañada, volverá á recobrar vida lozana. 

Para que el amparo deje de ser ima alarma social, bas- 
ta entender el art. 14 de la Constitución de manera que 
no contenga un absurdo sin precedente en las legisla- 
ciones de los pueblos civilizados, y de manera que sal- 

* Esquines contra DenwJstenes, proceso de la Coronai^ized by LjOOglC 



ve la soberanía que la misma Constitución garantiza á 
los Estados confederados. Si no lo hacemos así, si no 
practicamos honradamente nuestras instituciones, si la 
duda y el desconcierto son la única regla segura de con- 
ducta, si constantemente estamos con la barreta en la 
mano dando dia á dia un golpe y otro golpe al edificio 
social, los hombres del Norte, con pálida codicia, como 
diría. Castelar, frotaránse las manos al ver que se acer- 
ca la hora de devorar la ambicionada presa. 



II 



Los poderes del centro, los poderes soberanos, no de- 
ben intervenir en los actos de las demás autoridades ó 
de los ciudadanos, sino cuando haya para ello una ra- 
zón muy poderosa, una necesidad absoluta. Cuando el 
Ejecutivo ejerce actos de presión contra un particular, 
este se verá perdido sin remedio, si á su lado no se pone 
un gran poder social, y de aquí la necesidad de que el 
gran poder moderador intervenga para salvar ese indi- 
viduo, que sin aquella ayuda quedaría perdido sin re- 
medio; y el individualismo, esa gran conquista de los 
tiempps modernos, no permite que un solo ciudadano • 
sea sacríficado injustamente, aunque de ése sacríficio 
resulten ventajas á todos los demás asociados. 

Las mismas circunstancias existen cuando se trata de 
un juicio criminal. El Ejecutivo es el encargado de la 
conservación del orden, es el interesado en la represión 
de los crímenes: la sociedad es la que castigan se esta- 
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blece la lucha de todos contra uno, y como el criminal 
no deja de ser ciudadano, para restablecer el equilibrio 
se necesita la intervención de un gran poder social, á 
fin de que el acusado no sea víctima de una injusticia. 

Ninguna de estas circunstancias existen en los juicios 
civiles: en ellos debaten sus derechos Pedro y Juan, y 
ningún interés social hay en que prevalezcan los inte- 
reses del uno sobre los del otro: la justicia ordinaria 
presta garantías suficientes de imparcialidad, y la inter- 
vención de un poder soberano, lejos de ser justa, ven- 
dría á establecer el desequilibrio entre las partes liti- 
gantes. 

De aplicar á negocios civiles el art. 14 de la Consti- 
tacion, haríanse inútiles todos los Tribunales Superiores 
ó de apelación. Quien apela de un auto, de una senten- 
cia, lo hace siempre sosteniendo que la ley no ha sido 
exactamente aplicada al caso. Con el sistema que com- 
batimos, en vez de apelar, seria mucho más cómodo y 
más seguro introducir el recurso de amparo. Más cómo- 
do, porque el quejoso Uevaria la inmensa ventaja de no 
tener contrario, supuesta la organización actual de este 
recurso; y más seguro, porque la apelación, súplica y 
nulidad serian inútiles, una vez que todo lo establecido 
por cualquiera de estos medios estaba expuesto á ser 
destruido por el recurso de amparo. Es bien seguro que 
el dia que prevaleciese de tina manera fija y constante 
la opinión de que era admisible el amparo en negocios 
judiciales, los abogados acudiriamos desde luego á él 
en todas las resoluciones desfavorables que pronuncia- 
sen los tribunales, fuera cual fuese la cuantía del nego- 
cio, ya se tratara de auto interlocutorio ó de sentencia 
definitiva. Estas circunstancias no podian ocultarse á 
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los constituyentes, y no es posible suponer que admi- 
tieran un principio según el cual la justicia ordinaria 
quedaría completamente nulificada en 2? instancia y 
sería hasta inútil en 1?^, puesto que la 1? instancia sólo 
servia para provocar una decisión que diera lugar á la 
queja. 

. No solo resultaría este inconveniente y este absurdo, 
sino que sobre la Corte vendrían tantos y tan multipli- 
cados amparos, que no es aventurado el decir que no 
podría despachar ni el diez por ciento de los que se in- 
trodujesen. Entonces, por cuidar tanto nuestros dere- 
chos y nuestras garantías, quedaríamos los ciudadanos 
sin medios de ejercitar nuestros derechos y de defender 
nuestras garantías, y entonces, por llevar una protec- 
ción adonde para nada se necesita, la perderíamos en 
donde es necesaría, en donde acusa un adelanto y un 
progreso, y en donde es el mejor escudo de la libertad. 

Si la ley civil ha de ser aplicada exactamente, no de- 
berá estimarse en los contratos la buena fé que les da 
vida, ni al decidir los pleitos tenerse en cuenta los prín- 
cipios de la equidad, que son el alma de la justicia. El 
derecho estrícto, el derecho estríctísimo será, pues, la 
única fegla, y así habremos dado en la legislación un 
salto atrás de más de una docena de siglos, volviendo 
al prímer período de Roma, á la época en que el dere- 
cho pretorío no habia venido aún á dulcificar las fór- 
mulas rudas y severas de la ley. Convertiríase la ley en 
una especie de dios término, de cara adusta y mirada 
austera, inflexible á las solicitaciones de la buena fé y 
de la equidad. 

Alguna vez un jurísconsulto romano dijo: que debia 
obedecerse la ley aun cuando fuese injusta: quamvis lex 
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dura est tamen ita scripta e$t;^ pero nuestras tradiciones 
jurídicas no establecian esta regla. Los reyes absolutos 
españoles eran algo más liberales, respetaban un algo 
más la naturaleza humana j la dignidad del hombre, 
sin pretender que sus subditos obedecieran el mandato 
soberano solo porque lo querían, sino porque descansa- 
ba en razón. En las leyes de Estilo* se decia: que es juiy- 
ta causa para no obedecer la ley « cuando el derecho na- 
tural es contrarío al derecho positivo que ficieron los hom- 
bres. » Alfonso XI, en las Cortes de Alcalá de Henares, 
celebradas eláño de 1348,' determinaba: que se observa- 
ran las leyes, menos en aquellas cosas que fuesen « con- 
tra Dios é contra razón. » Los reyes Católicos, en 1455 
repitieron la ley de Alcalá en su Ordenamiento de Cas- 
tilla.* Lo mismo hicieron la reina Doña Juana en 1505 
en las leyes de Toro,' el rey Felipe II en el afío de 
1567 en la Nueva Recopilación® y el rey Carlos IV en 
la Novísima^ el año de 1805. Se nos resiste creer que 
Felipe II, ese demonio del Mediodía, como le llamaba 
Isabel de Inglaterra, fuese más liberal y tuviera más res- 
peto á la conciencia y dignidad del hombre que los cons- 
tituyentes de 1857. 

Acaso nos diga el Sr. Lancaster Jones, como nos dice 
en el folleto de que nos venimos ocupando: «El precep- 
to contenido en las palabras finales del artículo 14 no es 
nuevo en nuestra legislación. El auto acordado de 4 de 
Diciembre de 1813, dice el Sr. Montiel y Duarte, dis- 

1 L. 12, } 10 D. qui et á quibus manunis, 40. 9. 
2L.238. 

3 Ordenamiento 1. 1*, tít. 28. 

4 L. 1?, tít. 4?, Ub. 49 

5 L.1? 

6 L. 3, tít. 1?, lib. 2? nr^r^rí]i^ 

7 L. 3^ tít. 2, Hb. 3? °'9'^'^^^ by ^OOg IC 
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puso se encargara á las autoridades judiciales el cuidado 
y atención de observar las leyes patrias eon la mayor exac- 
titudj pues de lo contrario se procedería contra los inobedien- 
tes.f) Que las leyes deben de ser obedecidas por los ciu- 
dadanos, que con mayor razón deben de ser obedecidas 
por las autoridades y todavía con mayor razón por los 
jueces, es un principio de tal manera inherente á la na- 
turaleza de las cosas, que basta para su vigencia el dic- 
tamen de la recta razón. Mas esto nada absolutamente 
tiene que ver con el principio que contiene el final del 
art 14: las leyes deben observarse con la mayor exac- 
titud; pero esto, repito, nada tiene que ver con el prin- 
cipio de que cada caso especial que se ofrezca en materia 
civil debe decidirse por ley expresa. Si gloria hay en es- 
blecer la garantía qué consigna el art. 14, aplicada á ne- 
gocios civiles, es una injusticia pretender arrebatársela 
á los constituyentes, fundándose en cosa muy distinta, 
en el precepto de qlie las leyes deben ser observadas y 
de que los contraventores deben ser castigados. El S.r- 
Montiel y Duarte reconoce esto mismo al asentar que 
el efecto del artículo constitucional es diverso del de la 
prescripción del auto acordado del año 13. 

Más directamente al caso podría citarse la enmienda 5?^ 
á la Constitución de los Estados-Unidos en la parte que 
dice: «que nadie podrá ser privado de la libertad, de la 
propiedad ó de la vida, sin las debidas formas de la ley; » 
principio tomado según Stry,* de la gran carta en la parte 
que disponia: Nec svper eum ibimuSy nec supereum mittemus 
nisiper legalemjudiciumparium'suorum^per legem tefrce. 

Pues bien, en los Estados -Unidos, no obstante esta 
prevención, existe el arbitrio judicial; pero no deunama- 

1 Comeut. sobre la Constitución de los E. U., lib. 3?; cap. 42, núm. 9^^ 
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ñera cualquiera, sino por medio de juicios de equidad con 
facultades amplísimas en loa tribunales. « En los ÍJstados 
Unidos * la administración de justicia presenta una dis- 
tinción tomada á la Inglaterra y desconocida en Francia; 
queremos hablar de la división de los tribunales de jus- 
ticia en dos clases: la primera, que comprende los tribu- 
nales llamados de la ley común, ó simplemente de la 
ley,® y los tribunales llamados de equidad. ' Las Cor- 
tes de la primera clase juzgan por las antiguas leyes y 
costumbres del reino, leyes y costumbres que no existen 
sino en la tradición atestiguada por los autores y por la 
jurisprudencia de los tribunales. Los tribunales de se- 
gunda clase no están ligados de una manera tan riguro- 
sa. Así, mientras que la jurisdicción de las Cortes de la 
ley está reducida á límites estrechos, las de los tribunales 
de equidad tienen una extensión casi sin límites. Con una 
flexibilidad admirable se aplica á todos los derechos é 
intereses, de la naturaleza más diversa, y á todas las cir- 
cunstancias especiales que las causas pueden presentar; 
ella examina la conciencia de las partes y descubre los 
resortes ocultos de los actos y de los hechos del hombre; 
protege al débil y defiende al simple contra la astucia y 
la perversidad; ordena medidas provisorias tendentes á 
prevenir todos I05 peligros, accidentes ó perjuicios; pue- 
de reconocer como válidas y obligatorias ciertas conven- 
ciones ó promesas que serian sin fuerza alguna de hecho 
ni de derecho ante los tribunales de la ley común.» 

Aplicado á negocios civiles el art. 14 en su última 
partff, nos lleva á un imposible de hecho y á un absurdo 
en legislación y jurisprudencia, y claro es que jamas de- 

1 Story, trad. de Calvo, lib. 3?, cap. 49, { 896, nota. 

2 Conrts of the common law ó courts of law. 

3 Conrts of eqnity. ^¡^¡^¡^^^ ,y GoOglc 
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ben interpretarse las leyes, que nunca se puede suponer 
que el legislador quiso imposibles, ni que dispone absur- 
dos, ni que establece un retroceso en los adelantos so- 
ciales, j esto último menos debe suponerse en la Cons- 
titución de 57, acaso la más liberal de las constituciones 
escritas. 

El imposible á que ese precepto conduciría, consiste 
en que era necesario admitir que la Constitución habia 
querído que el legislador, en matería civil, diera reglas 
claras y precisas para todos los casos que pudieran ofre- 
cerse, lo que es moralmente imposible. Juliano decia: 
m Ñeque leges, ñeque senatusconsuUa ita scribi possuntj ut 
omnes casus, qui quandoque inciderintj comprehendantur. * » 

Story nos dice igualmente: « Es imposible que un Có- 
digo, por minucioso y especial que sea ó se le suponga, 
pueda comprender ó proveer á la infinita variedad de los 
negocios humanos, ó pueda establecer reglas aplicables 
á todos ellos. Cualquier sistema de leyes debe necesaria- 
mente tener vacíos, y tienen que ocurrir casos á los cua- 
les no puedan aplicarse sin injusticia las reglas antece- 
dentes, ó á los que no puedan ser aplicadas exactamente.^ 

Lord Bacon dice también : « No hay ley debajo del 
cielo que no deba ser interpretada por la equidad, y por 
otra parte, todas las naciones reconocen la equidad.' » 

Plowden atestigua que es máxima común en la ley de 
Inglaterra, la que sigue : « Ápices juris non sunt jura* » 

Los ilustrados autores de nuestro Código civil se en- 
contraron frente á frente de la dificultad; lucharon por 
vencerla, concluyendo por declararse impotentes ante 



1 L. 10, D. de Legibus. 1. 10. 

2 Equity Jurisprudence, cap. 19, } 7. 

3 Nota de Story. Loe. cit. 

4 Loe. cit. 
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tamaña empresa. Por eso nos dicen: « Que estando fuera 
de la posibilidad humana la previsión de todos los actos 
que pueden ser materia de controversia, son de todo pun- 
to inevitables la insuficiencia de la legislación y la nece- 
sidad de suplirla, ora con los principios generales de de- 
recho, ora con la tradición de los tribunales, ya con las 
opiniones de los jurisconsultos, ya, en fin, con la propia 
conciencia, fundada en el sentimiento íntimo de justicia 
y equidad que Dios ha inspirado al corazón del hom- 
bre, y que casi siempre se abre paso, aun en medio de 
la lucha de los intereses y de las pasiones. Los Códigos 
modernos han llenado muchos vacíos; han hecho que la 
ley, ese ojo de la sociedad, vigile con más precisión los 
intereses comunes del pueblo y los peculiares del indi- 
viduo; pero no han previsto, porque no han podido pre- 
ver, todos los casos en que debe intervenir la justicia.* 

La declaración que precede es de gran valía para nues- 
tro propósito actual. Al legislador se le dijo: « haz un Có- 
digo civil que prevea todos los casos para que la ley 
pueda ser aplicada exactamente:» el legislador encomen- 
dó la obra á los peritos en la ciencia; y los peritos vie- 
nen y declaran: «lo que nos ordenas es imposible, es lo 
mismo que si nos mandaras que contáramos todas las 
yerbas de los campos.» 

El absurdo consiste en lo que ya dejamos apuntado, 
á saber: que la Constitución estaría en pugna con todas 
las legislaciones modernas y con los progresos de la cien- 
cia legislativa. 

Así es que hay un dilema que no tiene medio. Es pre- 
ciso escoger, la letra que mata ó el espíritu que vivifica: 
ó prescindir de cierto sentido posible en el final del art. 

1 Parte exp., pág. 6 oigitized by GoOglc 
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14, ó aceptar el absurdo. El Sr. Lancaster Jones retro- 
cede ante estas consecuencias, como no podia menos de 
retroceder; pero aunque esta conducta le enaltece, por- 
que hace honor á su espíritu de justicia, de nada puede 
aprovecharle para su propósito. La lógica tiene sus le- 
yes inflexibles que no se inclinan ante las conveniencias 
ni se detienen ante los absurdos. El que quiere el ante- 
cedente quiere el consiguiente: aConsequens quivuU, idem 
vult antecedens^^ * — Cuinegaiur'ConsequenS'ei etiamante- 
cedens negatur. — Permitiere videtiir, qui permittit antece- 
dens. — Velle videtur^ qui vuU antecedens, — Ad consequen- 
tis positionem reqtdriturpositio antecedentis. — Consequentia 
qui vultj eundem et antecedentia velle necesse, et ideo cuiper- 
mituntur illUj et hcec permitti videntur;^ el que retrocede 
ante el consiguiente tiene que rechazar el antecedente. 

Para demostrar todo esto tenemos que copiar un lar- 
go trozo del trabajo del Sr. Lancaster: «No es posible, 
sostiene el Sr. Vallarta, aplicar con exactitud la ley ci- 
vil á todos los casos que ocurren en la práctica, porque 
desde la legislación romana hasta nuestro moderno Códi- 
go, todas las legislaciones reconocen la insuficiencia de la 
ley civil para prever y expresar todos los casos posibles, y 
proclaman la necesidad de la interpretación judicial como 
medio inexcusable de suplir las omisiones del legislador. 
Y para probar este hecho cita aquel distinguido jurista 
las leyes 11, tít. 59,lib. l9,y 13, tít. 59,lib. 23 del Digesto, 
el art. 39 del Código italiano, el 49 del Código francés, 
las doctrinas de Demolombe, y la ley inglesa comenta- 
da por Blakcstone; prescripciones, doctrinas y comen- 

1 Qotliofredo in leg. 77. D. de acquiren. vel amit. heredit. 29-2 ; Gregor. 
Lop. glos. 1», línea 19, tít. 6?, pág. 6* 

2 Pedro Comelio Brederod. Reper. setent. et regular y? • Conseqjiens. • , 

Digitized by VjOOQ IC 
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taños todos que justifican y sancionan el medio del ar- 
bitrio judicial, admitido también por la legislación espa- 
ñola y autorizado por el art 20 de nuestro Código civil. 
— El Sr. Vallarta, con muy sólidos razonamientos, de- 
muestra bástala evidencia que el Congreso constituyente 
no pudo abrigar ni abrigó la torpe mira de condenar el 
empleo de ese único y necesario remedio contra el si- 
lencio, oscuridad ó ineficacia de la ley; porque semejante 
mira implicaría un principio subversivo del orden judi- 
cial, destructor de la propiedad misma y condenado por 
las legislaciones de los países cultos. 

«Y, continúa el Sr. Lancaster Jones, todo esto es cier- 
to; pero no lo es que la amplia inteligencia que debe 
darse á la segunda parte del art. 14 de la Constitución, 
estorbe la interpretación de las leyes ni la observancia de 
lo dispuesto en el art. 20 de nuestro Código civil. Cuan- 
do no se pueda decidir una controversia judicial ni por 
el texto, ni por el sentido natural ó espíritu de la ley, 
deberá decidirse según los principios generales de dere- 
cho, tomando en consideración todas las circunstancias 
del caso. Lo que la Constitución exige cuando ordena 
aplicar las leyes exactamente al hecho, es que no se apli- 
quen á una materia las que correspondan á otra, que no 
se falle nunca contra ley expresa, que no se atormente 
su verdadero sentido ni se la desvie de su objeto, susti- 
tuyendo su voluntad con el capricho de los gobernan- 
tes ó de los jueces. Las leyes que solo contienen reglas 
generales, no pueden, sin duda, definir, prever, adivinar 
todos los casos jurídicos que brotan sin cesar y á milla- 
res de las transacciones prívadas, los cuales, sin embar- 
go, no deben dejarse sin resolución bajo ningún pretex- 
to. Por eso precisamente nuestra legislación, lo mismo 
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que las demás de los países cultos, tomó en cuenta ésta 
imposibilidad y procuró remediarla, prescribiendo que 
en todos los casos en que la ley sea omisa, se la supla 
con los principios generales de derecho, es decir, que 
estos llenen el hueco, ocupen el lugar y tengan la misma 
fuerza de aquella. Por manera que nunca faltarán leyes 
aplicables á las controversias entre particulares, desde 
el instante en que, por falta de disposiciones que las abra- 
cen, quedan elevados á la categoría de leyes los princi- 
pios generales de derecho, puesto que de antemano el 
legislador mandó observarlos en ese evento. Ahora bien; 
estos principios son comunmente conocidos y anterio- 
res á cualquier hecho de que se trate, porque se encier- 
ran en antiguas fórmulas p(n* la equidad inspiradas, por 
la razón prescritas y por la conciencia universal reco- 
nocidas, reglas cuya observancia es una costumbre con 
fuerza de ley. La doctrina que en estas reglas se funda 
y que la práctica autoriza, y sobre todo, la voluntad de 
los contratantes, que es la ley de los contratos, jamas 
dejan de prestar apoyo á las decisiones judiciales. Esa 
doctrina y esa voluntad constituyen á veces la única ley 
aplicable, la que el legislador quiso y dispuso que obra- 
se los mismos efectos de sus preceptos expresos. Esto 
sentado, ¿cómo se cumple con lo prevenido en el art. 14 
de la Constitución, cuando para fundar un fallo en. al- 
guna materia civil no se encuentran expresas determi- 
naciones legales que la comprendan y definan? ¿Es en- 
tonces posible aplicar exactamente la ley al hecho que se 
ventile? Sí lo es; en primer lugar, porque entonces es 
cuando se aplica exactamente el art. 20 de nuestro Códi- 
go civil, que ordena se decida la controversia conforme 
á los principios generales de derecho; y en segundo lii|^ 
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gar, porque también estos principios son susceptibles de 
observarse con exactitud hasta donde lo permite la fa- 
libilidad del humano criterio. Un juez, por ejemplo, 
que no pudiendo resolver cualquiera cuestión ni por el 
texto ni por el espíritu de la ley, determina hacer todo 
lo contrario de lo que previene la regla jurídica odia 
restringij favores convenit ampliaría deja de aplicar con 
exactitud el art. 20 citado, puesto que no decide la con- 
troversia segimj sino contra los principios generales de 
derecho. » 

Decidir el caso por ley exactamente aplicable al he- 
cho y decidirle por principios generales, por principios 
emanados de la equidad, por reglas que autoriza la prác- 
tica, por el arbitrio judicial, son dos extremos que lógi- 
camente se excluye el uno al otro. 

Desde que se dice principios generales basta esa pala- 
bra para excluir lo especial, para excluir lo exactamente 
aplicable al hecho de que se trate. Desde que se dice 
arbitrio judicial, claro está que lo arbitrario excluye lo 
exacto y lo preciso. Las primeras ideas suponen la ana- 
logía, la semejanza, la igualdad ó mayoría de razón, y 
todo esto es notorio que se excluye por lo preciso, por lo 
exactamente aplicable al caso. La equidad procede del 
sistema indicado por Cicerón: uRis ergo expartibm ju- 
riSj quidquid aut ex ipsa re^ aut ex simili, aut ex majore 
minoreve nasci videhitur, attendere, atque elicere pertentan- 

do unamquamque juris oportébit Nam certi, qui in 

omnes incidanty loci, prccscriU nonpossimt: inplerisquefor- 
tasse áb aiictoritate jurisconsultorum et contra auctoritatem 
dici oportibity>^ Grrocio enseña que la equidad trata: «efe 
Msce rehus, quas lex non exacte definity sed arbitrio viri- 

1 De invent., lib. II, $ 22. Digitized by LfOOglC 
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honipermittit » ' Si la ley no define exactamente el caso, 
¿cómo podría aplicarse exactamente? Los autores del 
Código decian muy acertadamente: «Si se cumple con 
él, se dejan de resolver mil contiendas judiciales; pero 
cuando no haya ley exactamente aplicable al hecho, el 
Tribimal no puede apelar al arbitrio. La idea que este 
expresa es contradictoria de la que expresa la exactitud: 
esta acaba donde aquella empieza; y no es ni concebible 
cómo un juez puede usar de su arbitrio si debe aplicar 
la ley exactamente. » ^ 

¿Pueden los Estados establecer en sus legislaciones ci- 
viles que haya tribunales de equidad, como en los Es- 
tados-Unidos, y que los negocios se decidan según las 
reglas de la buena fé? Sí; nos dice el Sr. Lancaster Jo- 
nes; pero entonces volvemos á preguntar: ¿cuál seria la 
razón por la que la Suprema Corte llegara á conocer de 
esos procesos? Seria preciso que conociera del negocio 
en su esencia, y no con relación á los preceptos consti- 
tucionales: seria un tribunal ordinario sin ninguna mi- 
sión especial. 

Pero tenemos una última observación que hacer que 
consideramos incontestable, que nos parece que conven- 
cerá á cualquiera, y el primero al Sr. Lancaster Jones, 
y es la que se sigue: 

Si por el art. 14 están equiparadas la vida y la Hber- 
tad con el derecho de propiedad; si la misma regla debe 
observarse en los negocios criminales y en los civiles, 
entonces á pesar del art. 14 serian constitucionales las 
leyes que establecieran que en lo criminal pudiera juz- 
garse por analogía, por igualdad ó mayoría de razón, por 

1 Citado por Story, ubi supra, } 9. r^ ] 

2 Par. Exp., pág. 7. Digitized by LjOOgle 
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los principios generales de legislación ó jurisprudencia, 
puesto que solo la palabra exactamente^ de que usa el ax- 
tículo 14, puede contener esta prohibición, y si no la con- 
tiene, según la inteligencia que refutamos, no hay en la 
Constitución algún otro artículo ó alguna frase que la 
contenga. Y entonces la Constitución permitiría que los 
Estados retrogradaran de una manera asombrosa en legis- 
lación penal, y ante esta consecuencia retrocederá cual- 
quiera, y el Sr. Lancaster Jones primero que otros, con 
mucha más razón que por lo que retrocedió ante las con- 
secuencias de su aplicación á lo civil. 

Los demás artículos del tít. 19 de la Constitución nos 
demuestran que no se ha pretendido establecer esa se- 
mejanza en la protección á la vida y á la libertad, y la 
protección á la propiedad. La Constitución establece el 
principio de que queda abolida la pena de muerte,* per- 
mitiéndola, mientras no se establece el régimen peniten- 
ciario, únicamente para los casos señalados. Las garan- 
tías pueden ser suspendidas, pero las que aseguran la 
vida del hombre no pueden suspenderse ni aun en el 
caso de que la sociedad se halle en grave peligro ó con- 
flicto.^ En los juicios criminales se goza de amplias ga- 
rantías para la defensa,' mientras que de la propiedad 
no habla la Constitución de una manera expresa en nin- 
guna parte con referencia á los procedimientos de que 
puede ser objeto en los juicios civiles ; y si la hubiera 
querido comprender en el art. 14, imposible seria que 
no hubiese consignado el principio de que á nadie pue- 
de privarse de sus bienes y posesiones sin que antes fue- 
ra oido y vencido en juicio. 

1 Art. 23. 

J¿ Art. 29. n \ 

3 Arts. 19 y 20. Digitized by LjOOgle 
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No hay, pues, esta semejanza en la Constitución, y 
menos la igualdad que el Sr. Lancaster Jones preten- 
de, y su nueva teoría sobre el art. 14 de la Constitución 
y el art. 20 del Código civil, es destituida de todo fun- 
damento, viola las reglas de la gramática, infringe las 
leyes de la lógica y conduce en lo criminal á un abismo 
sin fondo. 

Repetimos lo que hemos dicho antes: ó el final del art. 
14 no se refiere á negocios civiles, ó es preciso aceptar 
el absurdo, y un absurdo monstruoso. 

Pero la letra del art 14 no nos pone en manera algu- 
na en la necesidad de llegar á este extremo: «nadie pue- 
de ser juzgado ni sentenciado, » dice este artículo, y es- 
tas palabras no se aplican propiamente sino álos negocios 
criminales.* El mismo Sr. Lancaster dice: «No niego 
yo que sea más común el usar la frase en cuestión al 
hablar de juicios criminales que al referirse á los civi- 
les; pero esta circunstancia no puede modificar ni redu- 
cir la genuina, gramatical y aun técnica significación de 
esas palabras. » Aun suponiendo que esté demostrado que 
por el sentido gramatical de las palabras pudieran ellas 
aplicarse á los negocios civiles y criminales, siempre re- 
sultaria que tenian dos significaciones: una la autoriza- 
da por el uso, que es el arbitro y juez del lenguaje, y 
otra la enseñada por la gramática. Entendidas en el pri- 
mer sentido, el art 14 contiene una garantía de impor- 
tancia suma, contiene un principio salvador y im escudo 
invencible para la defensa de nuestra vida y de nuestra 
libertad. Entendidas en el segundo sentido, en el senti- 
do no autorizado por el uso común, contienen un impo- 
sible, un absurdo, y todos los inconvenientes que hemos 

1 Lozano, Dereclios del hombre. oigitized by V^OOg IC 
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enumerado. ¿Podrá dudarse, se podrá vacilar un sola 
momento en preferir la interpretación que autoriza el 
uso común á la interpretación á que pueden llevamos 
las enseñanzas de los libros? 

El art. 26 del proyecto de Constitución decia así: 
«nadie puede ser privado de la vida, de la libertad ó de 
la propiedad sino en virtud de sentencia dictada por au- 
toridad competente, y según las formas expresamente 
fijadas en la ley y exactamente aplicadas al caso. » Es- 
te artículo, que es casi igual á la enmienda 5? á la Cons- 
titución de los Estados -Unidos, no ofrece, por lo que 
á la propiedad se refiere, dificultades insuperables. Por 
razón de él habria en los procesos civiles im recurso an- 
te los tribunales federales; pero estos no vendrian á co- 
nocer del fondo del negocio, sino solamente de proce- 
dimientos. Natural era entonces suprimir en las legis- 
laciones de los Estados el recurso de nulidad ó casación 
por* vicios en el procedimiento, reservando este recurso 
en una ú otra forma, á la Justicia de la Union, para 
evitar el inconveniente de que hubiera dos recursos con 
el mismo objeto. 

Pero con este artículo no se garantizaba suficiente- 
mente la vida y la libertad, respecto de cuyos carísimos 
objetos el art 48 del Estatuto provisional de 15 de Ma- 
yo de 56, era más amplio, como puede verse por sus 
términos que eran estes : « A nadie puede imponerse una 
pena si no es por la autoridad judicial competente, en 
virtud de ley anterior al acto prohibido, y previas las 
formalidades establecidas por las mismas para todos los 
procesos; quedando prohibido todo juicio por Comisión 
especial y toda ley retroactiva. » 

El Sr. Lie. D. Ignacio Vallaría atestigua que la Co- 
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misión retiíó el art. 26 para redactarle de manera que 
hiciese más amplias las garantías en los procesos crimi- 
nales y separar de sus prevenciones á la propiedad. El 
Sr. Lancaster Jones niega esta última circunstancia, y 
apoya su negativa en que de ella no se hace mérito en 
la historia del Congreso Constituyente. El argumento 
del Sr. Lancaster es un argumento negativo, y los ar- 
gumentos negativos son de poco valor en derecho y de 
ningún valor contra los testigos presenciales. 

Pudo muy bien suceder que á la Comisión se le hu- 
biera hecho en lo particular la observación de que de- 
biera suprimirse la propiedad en el art. 26, y ser ella 
dócil á la observación indicada. 

Pudo muy bien suceder, y así debemos suponerlo 
mientras lo contrario no se nos pruebe, que al redactar 
la Comisión de nuevo el artículo 26, comprendiese que 
estaba fuera de su propósito el tratar de la propiedad. 
Y que la Comisión no tenia el propósito de tratar de la 
propiedad, está plenamente demostrado con el dictamen 
de la misma al presentar su proyecto, donde se dice: 
«medida y circunspecta la mayoría de los individuos 
que la forman, quisieron abstenerse de incluir en el cuer- 
po del proyecto los pensamientos y proposiciones que 

pudieran tener una trascendencia peligrosa Es 

justicia decir que algunas — proposiciones — de las que 
tenian por objeto introducir importantes reformas en el 
orden social, fueron aceptadas por la mayoría, y figu- 
ran como partes del proyecto que se somete á la deli- 
beración del Congreso; pero en general fueron desecha- 
das todas las conducentes á definir y jijar el derecho de 
propiedad^ & procurar de un modo indirecto la división 
de los inmensos terrenos que se encuentran hoy acurclte 
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lados en poder de muy pocos poseedores, á corregir los 
infinitos abusos que se han introducido y se practican 
todos los dias invocando aquel sagrado é inviolable de- 
recho » * 

Se arguye con lo que, según la Historia de Zarco, di- 
jo el Sr. Cerqueda: «Previendo que puede haber casos 
de arbitrariedad que no ataquen precisamente la vida, la 
libertad ni la propiedad, propone se diga que en materia 
criminal ó civil, no pueda haber fallos sino con las ga- 
rantías que la Comisión establece. » Mg,s en primer lu- 
gar, el Diario Oficial no hace mérito de estas palabras en 
su extracto. En segundo lugar, nada nos indica que la 
Comisión hubiera aceptado las indicaciones del Sr. Cer- 
queda: la discusión habia rolado sobre otro punto, sobre 
si el artículo 26 del proyecto preocupaba el problema de 
la pena de muerte. En tercer lugar,'las ideas del Sr. Cer- 
queda nada prueban en favor del sistema que combati- 
mos, porque á este señor le satisfacían en lo civil las ga- 
rantías que daba el proyecto, y este solo garantizaba la 
forma, el procedimiento, no el fondo del negocio. En 
cuarto lugar, si la observación del Sr. Cerqueda fué tal 
como asegura el Sr. Zarco, no habia méritos para que se 
tomara en cuenta, porque era un soberano disparate: 
nosotros estamos conformes, y creemos que opinarán lo 
mismo todos los ciudadanos; estamos conformes en ser 
víctimas de cualquier acto arbitrario, con tal que no ata- 
que nuestra vida, nuestra libertad ni nuestra propiedad. 
Fuera de estos carísimos objetos, ¿qué se podría atacar! 
¿Acaso nuestra honra? No ciertamente si se respetaban 
aquellas cualidades en las personas que la guardan. En 
quinto y último lugar, proponia dicho sefior que se di- 

1. Zarco, Hist. del Congreso Constituyente, tom. 1?, pág. 443.30qIc 
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jera: «En materia criminal ó civil; y> j la Comisión, que 
no podia haber olvidado estas palabras, no las aceptó. 
¿No habla esto muy alto en pro del sistema que soste- 
nemos? 

Mas supongamos que sea cierto lo que el Sr. Lancas- 
ter Jones sostiene; que no hubo discusión alguna sobre 
el punta; que la Comisión retiró el artículo 26, y poco 
después le presentó redactado en los términos que ex- 
presa el que hoy es artículo 14, y entonces lícito nos será 
preguntar: ¿En qué sentido tomó el Congreso las pala- 
bras juagado y sentenciado ? ¿En el sentido que autoriza 
el uso más común, ó en el sentido que enseñan los li- 
bros? Me parece que la respuesta no es dudosa: el Con- 
greso entendió esas palabras en el sentido que es más 
usual, y bajo ese concepto aprobó el artículo. 

Algunos colocan la cuestión en otro terreno,y para ha- 
cer viable el artículo 14 en materia civil, dicen : ó el actor 
apoya su demanda en ley expresa, ó no; si lo primero, 
gana su causa; silo segundo, se absuelve al demandado. 
Este sistema acepta el principio con todas sus consecuen- 
cias, y afronta con cuantas dificultades dejamos enume- 
radas. Este sistema, que hace recordar el lenguaje del 
judío Shylock en el c( Mercader de Venecia, » seria el pro- 
tector descarado é impúdico de la mala fé, porque en- 
tonces todo el trabajo consistiria nada más en colocarse 
en situación de ser demandado. Este sistema nos vuelve 
de frente al derecho estricto condenado por todos los pu- 
blicistas, sin distinción de escuelas: uNam, deciaya Co- 
lumela, summum jus antiqui summam putábant crucem.i^^ 
Con este sistema, al decir de Bacon, México seria la úni- 
co nación debajo del cielo en que no se atienda á las re- 

1 De re rust., lib. I, $ 7. oigitized by GoOglc 
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glas de equidad, y entonces el artículo 14 contendría una 
garantía si se quiere, pero no será la garantía del pro- 
greso y de la civilización, sino la garantía de la barbarie. 

Lo cierto es que si hay magistrados que profesen este 
último sistema, .en la práctica se conducen de otra ma- 
nera, y al decidir las competencias ó cualquiera otra cues- 
tión en materia civil, interpretan las leyes, toman buena 
cuenta de los principios generales de derecho, conside- 
ran la buena íé y atienden á la equidad. Acontece con 
ellos lo que con Pirren. Enseñaba este filósofo que no 
existia la certidumbre; y refiérese que en cierta ocasión, 
acometido por un perro, se dio á correr de todas veras 
para librarse de sus mordidas. Riéronse los circunstantes 
echándole en cara la incongruencia de su conducta con 
su doctrina, mas Pirren les contestó: « Es difícil despojar- 
se del todo de la naturaleza humana.]^ Así también no se 
puede ser constitucionalista al extremo de que los jue- 
ces y magistrados se despojen de su naturaleza humana. 

Los que llevan la contraria de nuestras ideas se en- 
cuentran en la imposibilidad de aplicarnos el art. 14 en 
virtud del principio que según ellos entraña. Creemos 
que, cuando menos, nos concederán que después de to- 
do lo que se ha dicho, no en este estudio que no tiene 
valor ni autoridad alguna, sino por otros hombres de 
más saber y autoridad, no podrán menos de concedernos 
que es dudoso si es ó no aplicable el art. 14 á los nego- 
cios civiles, y entonces no podrán aplicarle, porque basta 
que sea dudosa su interpretación para que ya no sea 
exactamente aplicable al caso. 

El art. 117 déla Constitución dispone: «Las faculta- 
des que no están expresamente concedidas por esta Cons- 
titucionales funcionarios federales, se entienden reserva- 



2» 

das á los Estados, » y este precepto nos lleva á la misma 
consecuencia. Lo ambiguo, lo dudoso no puede confun- 
dirse jamas con lo expreso, y pues que el art. 14 no con- 
fiere de^na manera expresa al poder judicial del centro 
la facultad de revisar los procesos civiles, bajo el pretex- 
to de que el fallo no se funde en ley exactamente apli- 
cable al caso, los Estados conservan la facultad de re- 
solverlos y terminarlos de la manera que en sus leyes 
se establezca. 

Lo que pudiéramos llamar la filosofía de nuestras ins- 
tituciones nos lleva á la misma consecuencia. No es en 
los poderes del centro, np es en los poderes federales don- 
de reside la soberanía, sino que esta se encuentra plena 
y directa en los Estados confederados. Por las necesi- 
dades mismas de la confederación, los Estados tenian 
que renunciar á una parte de su soberanía para que se 
llenasen estos dos objetos: la representación en el ex- 
terior, y la armonía, paz y tranquilidad en el interior. 
Todo sacrificio de soberanía que no corresponda á estos 
dos importantísimos objetos, no se baila exigido por la 
necesidad de las cosas ni por la naturaleza de las insti- 
tuciones: no debe. suponerse que ese sacrificio se baya 
hecho; ni puede tampoco admitirse sino cuando de ello 
se presenten pruebas claras y concluyentes. La admi- 
nistración de justicia en lo civil no compromete ni pue- 
de comprometer la paz interior, ni su dependencia ó in- 
dependencia influye en lo más mínimo en la representa- 
ción del país ante las naciones exti-anjéras; luego hay la 
presunción legal de que los Estados no han renunciado 
en este punto á ^u independencia ni á su soberanía. Con- 
tra esta presunción legal era preciso que se presentaran 
pruebas claras y concluyentes, y muy lejos están dfe 
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constituir tales pruebas frases que pueden entenderse 
perfectamente en el sentido de que dejan incólumes en 
este punto la soberanía é independencia de los Estados. 

Las garantías individuales no tienen por dbjeto el 
crear derechos. La Constitución en este pimto sigue la 
escuela de que existen derechos en el hombre indepen- 
dientes de las instituciones sociales, que tienen por efec- 
to el proteger y garantir estos mismos derechos. Decía 
la Comisión en su dictamen: «Reconocemos que los de- 
rechos de la humanidad son inmutables y sagrados; pe- 
ro no podemos concebir su pleno y libre ejercicio sino 
en el estado social. No pretendemos crear esos dere- 
chos ni hacerlos dependientes de im pacto variable co- 
mo la voluntad de los contrayentes » * ¿Es un 

derecho natural é inmutable en el hombre el que sus 
negocios civiles sean fallados por ley exactamente apli- 
cada al caso ? Ciertamente que no ; luego ese principio 
está fuera del objeto general del tít. 19 de la Constitu- 
ción, de las garantías individuales. 

No vale decir contra este argumento y el que prece- 
de que hay principios consagrados en la sección 1? del 
tít. 1? de la Carta fundamental, que sin duda alguna 
no constituyen im derecho del hombre, ni son tampoco 
exigidos por las necesidades del sistema confederado, 
porque esos hechos aislados no contrarían nuestra tesis, 
que tiene á su favor la regla general, y contra la regla 
general solo se puede argüir con leyes expresas para sa- 
car de ella el caso de que se trate: aHábens pro se regur 
lam dicitur habere intentionem fundatam et hcibenti intentio- 
nemfundatam sufficit offuscareprohationesálterms.yi * « Las 

1 Zarco, loe. cit., tomo 19, pág. 444. 

2 Card. de Lnca, tom. 7, lib. 7, de Donation. Disc. 1?, núm. 19 y 20 suni. 
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leyes que establecen excepciones á las reglas generales, 
no son aplicables á caso alguno que no esté expresa- 
mente especificado en las mismas leyes. » * 

De lo que hasta aquí llevamos expuesto resulta: que 
está fuera de las exigencias del sistema que nos rige el 
principio de que los negocios civiles hayan de ser deci- 
didos por leyes expresas; que ese principio, por no cons- 
tituir un derecho natural, está fuera del objeto de las 
garantías individuales; que es un imposible de hecho 
la realización de ese principio; que él importaría un re- 
troceso en legislación y jurisprudencia; que la letra del 
final del art. 14, en su inteligencia más propia, se con- 
trae solo á los juicios criminales; y finalmente, que la 
letra del mismo artículo rechaza de una manera absolu- 
ta el sistema inventado para que, aplicándola á nego- 
cios civiles, no produzca las dificultades y absurdos que 
se han enumerado. Creemos, pues, estar autorizados pa- 
ra afirmar que no estuvo en la mente de los constitu- 
yentes, que no está en el espíritu de la Constitución el 
conceder amparo en los negocios judiciales del orden 
civil, al menos por razón de que el fallo no se apoye en 
ley exactamente aplicable al caso. 



III 

Nos dice el Sr. Lancaster : el ai-t. 14 contiene la prohi- 
bición de dar leyes retroactivas y de aplicarlas con efec- 
to retroactivo. Si un juez en lo civil aplicara leyes con 
efecto retroactivo, violaba la garantía del art. 14, lo que 

1 Cód. civ., art. 10. ^¡g¡,^^, .^ GoOglc 
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no debe serle permitido ; á cuya observación cree que no 
pueda darse respuesta satisfactoria. 

En primer lugar, esto no aumenta la dificultad de la 
cuestión; lo único que hace es cambiarla de lugar; pero 
los términos del problema son exactamente los mismos 
en un lugar que en otro. Los que opinan que no cabe 
amparo en negocios judiciales del orden civil, no le con- 
cederán, sin duda, porque se dé efecto retroactivo á las 
leyes en dicHos negocios, cuyo resultado es el mismo, 
ni más ni menos, que si el fallo se apoyara en una ley 
no vigente ó fuera contrario á ley expresa. Y esto no 
quiere decir que sean justas ni buenas las sentencias que 
de tales vicios adolezcan, sino que no se cree necesario 
para corregirlos que intervenga la justicia federal, sino 
que se estima que bastan los recursos ordinarios ante 
los tribunales de los Estados y la responsabilidad que 
podia exigirse á los jueces que tales fallos pronuncien. 

En segundo lugar, el que en negocios civiles se con- 
cediera amparo por darse en el fallo efecto retroactivo á 
las leyes, no ofrece las dificultades que presenta el con- 
cederle por no estar fundado en ley exactamente apli- 
cable al hecho de que se trate. En el primer caso, la jus- 
ticia federal no conoce propiamente del proceso sino 
solo de la ley; mientras que en el segundo, conocería 
del proceso exactamente en la forma de los tribunales 
ordinarios. 

En nuestro caso se funda el amparo en la última parte 
del art. 14, en que no se ha fallado el negocio conforme 
á ley exactamente aplicable al caso, y en tales circuns- 
tancias es cuando sostenemos que no procede, sin que 
obsten á nuestra proposición los argumentos que se de- 
duzcan de otros hechos y de otras circunstancias que no 
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no tienen los mismos* inconvenientes ni ofrecen las mis- 
mas dificultades. 

Se considera pueril la idea de que, admitiendo el am- 
paro en negocios civiles, fundándose en la última parte 
del art. 14, todos los negocios vendrían á ventilarse an- 
te la justicia federal; y se considera pueríl porque lo 
mismo sucedería en lo críininal, y la experíencia atesti- 
gua que no acontece así. La respuesta es sumamente 
obvia: todos sabemos la diversa clase de personas que 
litigan en unos juzgados y las que litigan en otros, y 
esta ^ la razón de heclio para que no valga la analogía 
de una matería á otra. La razón de derecbo, ó sea to- 
jnada de la misma naturaleza de las cosas, demuestra 
que son absurdos esos argimientos de analogía donde 
no la bay: en lo críminal, no solamente es posible, sino 
que es exigido ya por los progresos de la ciencia el que 
solo se castiguen los becbos cabficados como delitos por 
ley expresa, y así se baila consignado en todas las le- 
gislaciones modernas y así lo establece nuestro Código 
Penal; * mientras que en lo civil ni es posible dar seme- 
jantes leyes, ni tales prevenciones se encuentran en las 
legislaciones civilizadas. En lo criminal, por lo mismo, 
los amparos babrán de ser la excepción, porque los li- 
tigantes llegarán á convencerse, durante la sustancia- 
cion de los recursos comunes, de que la ley es exacta- 
mente aplicable al caso. 

Otra razón de diferencia no menos sustancial es la que 
resulta del becbo mismo que sirve de matería á uno y 
otro orden de negocios. En lo criminal el Jurado define 
el becbo de una manera soberana, y en lo civil suele ser 
tanto ó más difícil definir el becbo como el derecbo. 
1 Art. 182. ^ I 

5 Digitized by VjOOQ IC 
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Se dice también que no es fundado el argumento que 
se hace consistir en que en el sistema que combatimos 
los negocios civiles tendrían dos instancias más: «por- 
que el recurso de amparo es de todo punto extraño á las 
materias que se dilucidan en los juicios, sobre las cuales 
nada define ni decide, limitándose á hacer cesar las vio- 
laciones de la Constitución, j á restituir las cosas al es- 
tado que antes de ellas guardaban. » Este modo de dis- 
currir se nos asemeja á aquel que, cerrando los ojos, se 
le figura que ya no le ven los demás. ¿Cómo va á ser 
extraño á las materías del juicio el recurso de acaparo 
si por virtud de él la justicia federal ha de conocer del 
hecho, ha de establecer el derecho y ha de decidir si es- 
tuvo bien ó mal aplicado? 

En nuestro caso la justicia de la Union tendría que 
' conocer de los requisitos que tienen las escríturas de Do- 
fía María Antonia Blanco de Barquín y de D. Antonio 
de Mier y Celis : tendría que resolver, respecto de la pri- 
mera, si le era ó no aplicable el Código civil; habria de 
establecer si la segunda tiene ó no todos los requisitos del 
art. 2,026; habria de fijar la inteligencia del art. 2,033; 
y finalmente, habria de decidir si los registros eran vá- 
lidos ó nulos. ¿Qué le quedaba entonces que hacer al 
juez de los autos? Nada, absolutamente nada, puesto que 
el punto controvertido por razón de estas escrituras^ es- 
taba ya definitiva é irrevocablemente resuelto por la Su- 
prema Corte de Justicia. 

Tendrán, pues, estas dos instancias más los negocios; 
pero con esta circunstancia agravante, que solo las uti- 
lizarán los que busquen la -demora en los juicios: estos 
apelarán, después propondrán la súplica, luego la ca- 
sación y al fin el amparo. Los que deseamos el pronto 
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término de los negocios desde la primera instancia, pro- 
pondríamos el amparo, y no nos pesaría, no, ventilar 
nuestros derechos ante la justicia federal; pero que en- 
tonces se organice de manera que pueda administrárse- 
nos á todos. Esto seria lo claro, y además lo racional y 
lógico en el sistema que combatimos. Vendria entonces 
la centralización completa en la judicatura; México sería 
el emporio de los abogados y curíales : el sistema será an- 
tiliberal y antidemocrático, pero será un sistema. En re- 
sumen, los litigantes de n^ala fé tendrán, sin duda, dos 
instancias más: para los litigantes de buena fé la justicia 
ordinaría, los tribunales de los Estados, serán solamente 
un embarazo, un estorbo, una rueda que entorpece, di- 
ficulta y contraría las funciones de la máquina á que in- 
debidamente se halla adherída. 

De las que no tienen réplica es la observación que pre- 
cede, porque no lo sería el que se dijese que el amparo 
es un recurso extraordinarío, y que por lo mismo no de- 
be utilizarse sino agotados los ordinaríos, porque tal li- 
mitación no se exigq en la Carta fundamental ni en la 
ley reglamentaria, contra cuyos términos no podia pre- 
valecer. 

También se dice que los amparos de esta clase no vul- 
neran la soberanía de los Estados, sirviendo de funda- 
mento lo que dice el Sr. Villalobos en su estudio sobre la 
matería: « Si la soberanía, dice este señor, debe subor- 
dinarse á los derechos del hombre, y el efecto del amparo 
deja siempre incólume esta misma soberanía, es eviden- 
te que el amparo por juzgar ó sentenciar sin ley, ó por 
ley que no es para el caso, ó contra ley expresa y termi- 
nante, violando el derecho del hombre, la libertad en la 
ley, no vulnera ni restringe en lo más mínimo la sob^ 
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ranía de los Estados. > Nos parece esto coger la dada y 
amasarlacon el sofisma, sirviéndole de levadura unafuer- 
te dosis de neblina. Los Estados no son soberanos para 
determinar la forma de Grobiemo/ ni lo son para nin- 
guno de los actos que se determinan en los artículos que 
se siguen al que acabamos de citar. Se pretende que no 
lo son tampoco para establecer que los negocios civiles 
sean decididos por las reglas de la equidad; que todo ac- 
to de cualquier funcionario esté sujeto á la revisión del 
poder central; que sus tribunales no puedan establecer 
la Jurisprudencia, llenando los vacíos de sus leyes con 
los principios generales de legislación; y entonces pre- 
guntamos, y preguntaremos mil veces : ¿en qué cosa son 
soberanos los Estados? Y si se nos contesta que son so- 
beranos en la ley, entonces replicaremos que « kges re- 
bus, non verbis impositce sunt; » * que esa soberanía en la 
ley es lo mismo que subordinación y dependencia en cas- 
tellano claro y castizo, y agregaremos que esa soberanía 
en la ley la disfruta el último subdito del autócrata de 
tod§is las Rusias. 



IV 



La cuestión principal que en este negocio se debate, 
no es la que entraña el art. 14 de la Constitución. El Sr. 
Lancaster Jones, con mucha habilidad y con mucho ta- 
lento, presenta la cuestión bajo el punto de vista de que 
solo se trata de saber si cabe ó no amparo contra las sen- 

1 Artículo 109 de la Constitución. 

2 L. 2 C. Commun tle leg. 6. 43. D¡g¡t¡,ed by GoOglc 
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tencias en negocios civiles. Como no cabe duda que en 
este punto las opiniones se hallan divididas, el Sr. Lan- 
caster hace, cuando menos, dudoso el éxito del recurso 
por él introducido. Deber nuestro es poner las cosas en 
su lugar, y llamar fuertemente la atención de los seño- 
res Magistrados que han de decidir el recurso, sobre las 
circunstancias especiales de este negocio. 

Aun suponiendo que cupiera el amparo en negocios 
judiciales del orden civil, debiera declararse sin lugar 
el que introducen los Sres. Larrache y C? sucesores, por- 
que carecen de derechos para introducirle. 

Las escrituras cuyos registros sostienen los quejosos 
que adolecen de vicios, contienen contratos celebrados 
entre la Sra. Blanco de Barquín y el Sr. Mier y Celis, 
como acreedores, y el Sr. D. Blas Pereda como deudor. 
En esos contratos no han intervenido los quejosos, y no 
tienen derecho alguno para intervenir. 

Por razón del juicio y concurso celebrado ante el juez 
29 de lo civil, menos pueden tener derecho. Ese juicio 
se ha «eguido contra D. Blas Pereda, que es á quien se 
concursó y que es el que por la sentencia de remate fué 
condenado al pago. Los procedimientos de ese juicio y 
la sentencia en él pronunciada, ligan á los que allí han 
sido partes; pero es legalmente imposible que con esos 
procedimientos ni con esa sentencia se violen garantías 
de los que no han litigado. 

Es esto tan claro, que difícilmente puede dársele al- 
guna más luz. A ningún acreedor le conviene que su deu- 
dor pierda litigios, y menos aquellos en que se versan 
cantidades de importancia; mas las leyes no conceden 
recurso alguno á los acreedores contra tales sentencias, 
justas ó injustas. Pedro entrega á Juan $5,000, y el si^ 
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gando se obliga á prestar al primero su trabajo profe- 
sional por espacio de dos años. Al dia siguiente Juan es 
víctima de un acto arbitrario de autoridad, se le coge de 
leva ó de otra manera se le priva de su libertad: Pedro 
sufre perjuicios; ¿y podrá, invocando esos perjuicios, in- 
troducir el recurso* de amparo? Sin duda que no: si ga- 
rantía se ha violado, es garantía de Juan, que podrá ó 
no recltoiarla, que podrá ó no consentirla sin que na- 
die pueda quejarse. Derecho personalísimo de Juan, él, 
y solo él, es quien puede ejercitarle. 

De admitirse á deducir éste derecho á los quejosos, de- 
biera también admitirse á los demás acreedores de Don 
Blas Pereda, y con la misma razón á los acreedores de 
estos acreedores, y así hasta el infinito. ¡ Cuánto descon- 
cierto produciria tal sistema en el recurso de amparo! 

Hemos dicho que los derechos del hombre son perso- 
nalísimos, y así lo demuestra la Constitución. Procede el 
recurso de amparo, dice la frase 1? del art 101: «Por 
leyes ó actos de cualesquiera autoridad que violen las 
garantías individuales ;y> y si son individuales, claro es que 
solo pueden ejercitarse por el mismo individuo. La mis- 
ma idea se confiírma por el art. 29 de la ley reglamenta- 
ria en la que se repite el art. 102 de la Constitución, que 
dice: «Todos los juicios de que habla el artículo ante- 
rior se seguirán á petición de la parte agraviada, por me- 
dio de los procedimientos y de las formas del orden ju- 
rídico que determina esta ley. » Los Sres. Lairache y 
Compañía sucesores no han sido parte en el contrato ni 
en el juicio. 

Por derecho civil el punto que sostenemos es igual- 
mente claro. El Código civil dispone : * « La acción y la 

1 Art. 1,788. Digitized by GoÓglC 
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excepción de nulidad competen á las partes principales 
y á sus fiadores; exceptuándose aquellos casos en que 
la ley dispone expresamente otra cosa.» Los Sres. Lar- 
rache y Compañía no eran los principales obligados ni 
fiadores, y no nos muestran la ley expresa en que apor 
yen su recurso, y ley expresa necesitaban en este caso, 
por prevenirlo así el artículo del Código civil que aca- 
bamos de citar, y porque no es posible que estemos solo 
á lo desfavorable sobre la interpretación del art. 14, pues 
que si los jueces han de fundar sus sentencias en ley ex- 
presa, con i^al y con mayoría de razón debe fundar en 
ley expresa su derecho ó su personalidad aquel que de 
la sentencia se queja. 

El Código de Procedimientos determina: * «También 
pueden oponerse á la venta el deudor y los hipotecarios 
posteriores, alegando prescripción de la acción hipote- 
caria conforme alo prevenido en el art. 37.» Solo tienen 
el derecho de oponerse á la venta de los bienes hipote- 
cados los hipotecarios posteriores, y esto cuando alegan 
prescripción del título anterior; y los Sres. Larrache y 
Compañía sucesores ni son acreedores hipotecarios, ni 
alegan la única causa que estos pueden alegar: la pres- 
cripción de los títulos hipotecarios. 

La razón de estas disposiciones no puede ser más cla- 
ra: no tienen ni pueden tener acción directa sobre los 
bienes sino los que tengan una acción real. El Sr. Don 
Blas Pereda libre fué para renimciar su derecho;^ y con- 
cluido el derecho del» que da, concluye el derecho del 
que recibe.' A los quejosos les obsta la regla que dice: 



1 Art. 1,999. 

2 Cóá. ciY., art. 1,762. 

3 C. c. axt. 2,051 ¿. 5? 
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«JVon (fe&eo melioris conditionis esse^ qmm auctor metiSy á 
quojus in me transit;^ así como el principio que establece: 
a Non potest desiisse hábere^ qui nunqmm hábuit.y>^ 

Los quejosos no mostrarán seguramente la ley que 
justifique su personalidad: nosotros sí les mostraremos 
la que establece que aun en el caso de concurso, cuando 
se objeta algún criádito hipotecario, el juicio se sigue en- 
tre el acredor que pretende ser hipotecario y el deudor, 
y no con los demás acreedores ni con el síndico.^ 

El Sr. Pereda no ha reclamado ninguno de los pro- 
cedimientos en el juicio hipotecario, y lejos de eso, se ha 
mostrado constantemente conforme con ellos;* luego ni 
él, ni nadie que de él derive su derecho, puede quejarse 
por la via de amparo. 



V 



Vamos ahora á demostrar que, jtun cuando cupiese 
el amparo en negocios judiciales del orden civil ; aun 
cuando fuese una garantía del hombre que los juicios 
civiles habian de decidirse por sentencias fundadas en 
ley exactamente aplicable al caso; aun cuando se tra- 
tase de garantía de los Sres. Larrache y Compañía su- 
cesores, cuya violación tuvieran der.echo de reclamar, 
aun con todas estas concesiones, n© procederia el recurso 

1 L. 175, $ 1?, D. de reg. jun, 50, 17. 

2 L. 208, D. loe cit. 

3 Arts. 2,059 Cód. civ., 1,788 frac. 1» y 1,789 del Cód. de Proc. 

4 Véase el escrito de 14 de Mayo de 1878 y el acta de 5 de Junio del mis- 
mo aüo, insertas en el oficio del juez 29, fe. 30 vta., y 32 de estos autos. f^ 
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de amparo; porque la escritura de la Sra. Blanco de Bar- 
quín no adolece de vicio alguno legal, lo que basta para 
salvar los procedimientos del juez 29 de lo civil, porque 
habría ya tres acreedores hipotecarios que serian: ella 
misma, D. Nicolás de Teresa y D. Faustino Sobrino, cu- 
yos títulos no se atacan, y con tres acreedores hipote- 
carios era legal la formación del concurso/ 

Por escritura otorgada á 15 de Noviembre de 1872, 
en San Luis Potosí, ante el Escribano D. Isidro Calvi- 
11o, D. Blas Pereda reconoció deber á D? María Antonia 
Blanco de Barquin la cantidad de $ 60,000 con el inte- 
rés de 9 por ciento anual, garantizando su pago con la 
hipoteca de la hacienda de Santiago, situada en la pro- 
pia jurisdicción, declarando el deudor que dicha hacien- 
da estaba libre de todo gravamen. El capital y réditos 
habian de ser pagados en diversos plazos, y eran: el 19 
de Noviembre de 1874, 19 de Noviembre de 1875 y 19 de 
Noviembre de 1876. De esta escritura se tomó razón en 
el Ubro de hipotecas en 16 del propio mes y año,^ 

En la fecha expresada no estaba vigente en San Luis 
el Código civil del Distrito, que no empezó á regir sino 
desde 19 de Enero de 1873, según los decretos insertos 
en el citado oficio del ciudadano Juez 29 de lo civil,' y 
en consecuencia, el registro de esta escritura solo tenia 
que hacerse con arreglo á las prescripciones del auto acor- 
dado de la Audiencia de México de 27 de Setiembre de 
1784, y esas prescripciones están observadas en el re- 
gistro. 

Por otra parte, la hipoteca constituida en 16 de No- 
viembre de 1872, habia de durar treinta años, según la 

1 Art. 1,771, Cód. de Proc. 

2 Oficio del Juzgado 2? de lo civil, fojas 27, 28 y 29. C^r\r\n\o 

3 Fojas 39 y 40. Digitizedby^OOglC 
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legislación entonces vigente,* y el derecho entonces ad- 
quirido, no pudo, en virtud de la legislación novísima, 
modificarse, por prohibirlo la Constitución.* 

En 29 de Octubre de 1874, ya vigente en San Luis 
el Código civil, la Sra. Blanco de Barquín, antes de ven- 
cerse el primer plazo de la escritura primitiva, otorgó 
escritura de próroga ante el propio Escribano D. Isidro 
Calvillo, concediendo que los pagos se verificasen en 19 
de Noviembre de 1876, en 1? de Noviembre de 1878 y 
en 19 de Noviembre de 1880; pero sin hacer innovación 
algunarespecto de la primera hipoteca ; que habiade con- 
tinuar en su vigor y fuerza tal, como correspondia por 
su origen.' 

Los artículos 1,889, 1,990 y 1,991 del Código civil, 
que tratan de la primera próroga de las escrituras, no 
exigen que estas prórogas se registren; para estos casos 
basta sin duda una subinscripcion, ó sea una anotación 
del primer registro, que es lo que se ha hecho.^ La ley 
no exige ni esto, aunque sí lo dispone para casos seme- 
jantes.^ La Jurisprudencia nada enseña aún sobre el par- 
ticular, y la recta razón no aconseja otra cosa más que el 
, que se indique en el primer registro la alteración que ha 
sufrido el contrato registrado. Luego ya se examine el 
caso con arreglo á la legislación antigua, ya con arreglo 
á la novísima, la escritura que examinamos no tiene vi- 
cio alguno, es perfectamente válida y legal. 



1 L. 63 de Toro. 

2 Artícnlo 14, 1* part. 
3FojaA7á9. 

4 Fojas 29 vnelta y 30. 

5 C<SdigocÍTÜ,artícnlo9l,9e6y2,0S». o,¡.,ed by GoOgk 
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VI 



Vamos ahora á demostrar que es váKdo el registro de 
la escritura de D. Antonio de Mier y Celis, segjm la rec- 
ta interpretación y las disposiciones del Código civil con- 
cernientes á la materia. 

El crédito hipotecario estaba casi muerto entre nos- 
otros antes do promtdgarse el nuevo Código civil, por- 
que los acreedores luchaban con la difictdtad de que no 
podian venderse las fincas gravadas. El legislador se 
prqpuso levantar este crédito dándole animación y vi- 
da, y lo ha conseguido casi por completo, porque á me- 
dida que han aumentado las garantías y las facilidades 
para el cobro, ha disminuido la usura. El crédito hipo- 
tecario hoy en México, cuando se trata de finca bien 
situada y que garantice suficientemente el capital que 
sobre ella se imponga, varía entre el tipo del 7 y 9 p6r 
100 anual; y si la jurisprudencia se inclina á llenar los 
vacíos del Código facilitando el cobro de los créditos hi- 
potecarios, no pasaria mucho tiempo sin que llegara á 
fijarse el tipo de las hipotecas en el 6 por 100. 

Como prueba de que la usura está en razón directa 
del riesgo y en razón inversa de la garantía, basta com- 
parar los contratos celebrados por la Sra. Blanco de 
Barquín y el Sr. Mier y Celis con el celebrado por los 
Sres. Larrache y C? sucesores. C"r^r^rí\o 
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Es una gran ventaja para el acreedor el tener su di- 
nero perfectamente seguro, más que en su propia caja, 
sabiendo que puede contar con él de una manera cierta 
para el dia fijado en el contrato. Levantóse alguna gri- 
ta contra el sistema en nombre de los deudores, grita 
que no reconocía otro origen más que la debilidad de 
nuestro carácter, que nos ha acarreado y ha de acar- 
reamos aún muchas desgracias. El deudor, al recibir el 
dinero, debe pensar en los recursos con que cuenta pa- 
ra satisfacerle y establecer en consecuencia las condi- 
ciones y plazos. Si después de esto no cumple, que su- 
fra las consecuencias, y no invoquemos después á su 
favor, porque no tiene derecho á contar con ellas, las 
simpatías de los hombres honrados. 

Las trabas que se pongan al acreedor, que le emba- 
racen y dificulten el cobro de su crédito, podrán, en ca- 
sos especiales, favorecer á un deudor determinado; pero 
perjudicarán en gran manera á todos los demás que ne- 
cesiten igualmente solicitar dinero con hipoteca. 

¿Qué era lo que comunmente acontecía durante la 
vigencia de la legislación antigua sobre hipotecas? El 
deudor que no podia pagar á su vencimiento, veíase en- 
vuelto en un litigio; la finca era secuestrada y puesta en 
manos extrañas ; la venta no podia verificarse por no ha- 
ber quien diera las dos terceras partes de su avalúo, y el 
litigio se prolongaba de una manera eterna. El acreedor 
quedaba privado de su dinero, que estaba perdido para 
la circulación. La finca, mal administrada y fuera del co- 
iñercio humano, se destruía dia á día, y el deudor lucha- 
ba años y años adherido á su finca, que no quería soltar, 
perdiendo su tiempo conservando una esperanza vana, 
conversando con abogados y tinterillos para amaestrar- 
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se en los ardides y las chicanas, y todo esto para venir 
al fin á sucumbir agobiado por los réditos que se acu- 
mulaban y por las costas que crecian á cada momento, 
concluyendo por absorberse la finca, que habia venidp 
á quedar reducida á la mitad de su valor reaL Quedá- 
base sin la finca; sin un real; sin voluntad de trabajar, 
y con muchos malos hábitos adquiridos. ¡ Cuánto mejor 
habria sido para él abandonar la finca desde el primer 
momento, recibir un pequeño sobrante, y ponerse con él 
á trabajar de nijpvo y reparar su fortuna! 

Con un buen sistema hipotecario que dé facilidades 
al acreedor, la situación es enteramente distinta. El dia 
que Be venza el plazo, si el deudor no puede pagar, y el 
acreedor na quiere ó no puede conceder espera, sobra- 
ránle al primero personas que le faciliten la cantidad de- 
bida, y su cuestión será solo la de pagar un uno ó un dos 
por ciento más al año. 

Tales son las miras que se propusieron conseguir los 
autores del Código, y no deben los tribunales contrariar 
la intención del legislador, suscitando dificultades al sis- 
tema hipotecario, exagerando las formalidades y apo- 
yándose en los ápices del derecho para crear nulidades 
que de seguro no estaban en la mente del legislador. 

D. Antonio de Mier y CeUs, por escritura otorgada en 
esta ciudad, ante el notario D. Fermin González Cosío, 
á 17 de Junio de 1874, prestó á D. Blas Pereda la can- 
tidad de cien mil pesos, que debian ser pagados á dos, 
tres, cuatro y cinco años, ganando entretanto el rédito 
de 9 por ciento knual, garantizando el pago de capital 
y réditos con hipoteca de las haciendas de « Santiago » 
y « Villela, » situadas en San Luis Potosí. Esta escritura 
y la próroga que de ella se concedió, fueron registradaijie 
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respectivamente en San Ltiis en 26 de Junio de 1874, y 
en 8 de Mayo de 76.* 

Respecto de esta escritiira se dice: no ha sido regis- 
trada con arreglo á la ley, porque no se hizo mención del 
número de sitios que ateazan los predios hipotecados, 
como lo dispone la frac. 7? del art. 2,026, que no exige 
tal cosa, ni se hizo constar el monto de las contribucio- 
nes, á cuyo efecto estaban afectos, como lo manda la 
fracción 8? del mismo artículo, por lo que se concluye 
que el registro es nulo, según lo dispuesto en el artícu- 
lo 2,033. 

Es preciso tener en cuenta que la redacción del Có- 
digo Civil está sumamente descuidada, no poí lo que 
mira al lenguaje castizo y claro, pues al leer el Có^o 
parece escucharse la.conversacion familiar de uno de sus 
redactores^ D. José María Lafragua, porque casi todos 
sus artículos están puestos en claras y sencillas oracio- 
nes de activa. No sucede lo mismo con la redacción, que 
pudiéramos llamar ideológica; no están en mañera al- 
guna consideradas las palabras por razón de su número, 
peso, valor y trascendencia que pueden tener las diversas 
ideas que representan. Estas especies no necesitan de 
mayor explicación, porque están en la conciencia de 
todos los que tenemos por ejercicio que batallar cons- 
tantemente con el Código, y para convencerse de ello 
basta leerle con algún detenimiento. 

Son de tenerse presentes los principios generales que 
rigen en materia de nulidades. « Batione dubietatisj f a/ven- 
dum est validitati, et ad/versus nuUitatem tapienda est inter- 
pretatio. — Et omnis interpretatio admittüur ad substinen" 
dum actum. — Et ista interpretatio^ qumfitpro validitate aC" 
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tuSj EST REGINA áliaruM interpretationum. — Et sic indvbio 
débet judicarij nuUitatem non obstare. — Quando verba non 

POSSUNT VERIFICARI IN JURE EXPRESSE CONSTITÜTO VERI- 
FICANTUR IN JURE DIFFERENTI, UT ACTUS VALEAT. )) * 

En Grecia era usado el registro, establecido de una 
manera enteramente natural, por medio de rótulos sobre 
las mismas casas ó sobre las columnas que se adherían 
á las fincas. En Roma no era conocido el registro ; al me- 
nos no hay monumentos históricos ó legislativos que lo 
acrediten. En España no existió el registro durante mu- 
cho tiempo, pero las Cortes celebradas en Madrid en 1528 
suplicaban al rey, en su petición 65, que estableciera el 
registro; el rey no accedió á esta solicitud, y solo cas- 
tigó con la pena del duplo á los que ocultasen las cargas 
que reportaban los bienes. Repitieron petición semejan- 
te las Cortes de Toledo de 1539, y á eÜa se accedió por 
el rey.* 

El sistema por la legislación española establecido no 
carecia de defectos; pero justo es decir en honor suyo, 
que no daba méritos para pleitos sobre la validez de los 
registros. El que esto escribe soló ha tenido noticia de 
dos sobre la identidad de la cosa hipotecada, y de nin- 
guno sobre la validez del registro. Así es que no era 
exigido, por la necesidad de los tiempos, un lujo inusi- 
tado de minuciosidades, para que la omisión de cualquie- 
ra de ellas viniera á producir nulidad. 

« La organización de los oficios de hipotecas, los dere- 
chos y obligaciones de los registradores, la forma de las 
inscripciones y los demás puntos concernientes al des- 
arrollo del sistema hipotecario, se determinarán en un re- 

1 Altimari de Nullit., Pare. 1?, Rubr. I, qusest. 11, Ns. 5, 6, 7, 8 xld, 

2 L. 1«, tít. 16, lib. 10 de la Noy. Recop. oigitized by GoOglc 
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glamento especial. » * « Un reglamento especial estable- 
cerá los derechos y obligaciones dé los registradores, así 
como las fórmulas y demás circmistancias con que de- 
be extenderse el registro. » * Si la forma de los registros 
queda reservada á los reglamentos, ¿puede sostenerse que 
los requisitos que establece el Código son exigidos pro 
forma de tal manera que, cuando falte alguno de los que 
menciona, quede insubsistente el registro? 

Descendiendo al análisis del art. 2,026, nos encontra- 
mos con requisitos enteramente imposibles en muchos 
casos. Dice así: «En el registro constarán: 19 Los nom- 
bres, domicilios y profesiones del acreedor y deudor. Las 
personas morales se designarán con el nombre oficial que 
lleven, y las compañías por su razón social: 2? La fecha 
y naturaleza del crédito, la autoridad ó notario que lo 
suscriba, y la hora en que se presente al registro: 3? La 
especie de derecho que se constituya, trasmita, modifi- 
que ó extinga por el título, así como el contrato, parti- 
ción ó juicio de que proceda: 4? El monto del crédito: 
59 Si causa réditos, se expresarán la tasa de ellos y la 
fecha desde que deben correr: 6^ La época desde la cual 
podrá exigirse el pago del capital: 79 La naturaleza del 
derecho real ó de los predios hipotecados, con la ubica- 
ción de estos, sus nombres, números, linderos y demás 
circunstancias que los caractericen: 89 El pago de las 
contribuciones á que estuviere sujeta la finca hipote- 
cada. ^ 

Nada hay que decir sobre el primer requisito de la 
fracción 1? Sobre el segundo, es evidente que no hay 
motivo ni razón para que se repute esenpial. « El domi- 

1 Código civil, art. 2,050. 

2 Cód. ciy., art. 3,351. 

3 Cód. ciT., art. 2,026. oigitized by GoOglc 
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• cilio de una persona es el lugar donde reside habitual- 
mente: á falta de este, el en que tiene el principal asien- 
to de sus negocios. A falta de uno y otro, se reputa do- 
micilio de una persona el lugar en que esta se halla. » ^ 
¿Qué interés de importancia pueden tener el deudor y 
los terceros en saber dónde vive el acreedor hipoteca- 
rio? Y "cuando no tenga domicilio fijo, en el caso final 
del art. 26, ¿á qué conduce que se diga que se hallaba en 
el lugar del otorgamiento del contrato? ¿No lo demues- 
tra bastante el hecho mismo de haberle firmado? Pedro, 
con poder bastante de Juan, que no tiene domicilio fijo, 
da ó recibe dinero con hipoteca, y si al extenderse la es- 
critura no sabe el lugar en donde se halla, ¿ya no podrá 
verificarse el registro, ó será nulo si se verifica? 

El tercer requisito es casi ridículo. Si este se ha de 
llenar al pié de la letra, solo pueden prestar dinero con 
hipoteca y recibuio los profesores, es decir, los que, en 
regla general, ni tienen dinero que prestar, ni hay quien 
les fie. Aun tomando esta palabra por el oficio ú ocu- 
pación habitual, no se salva la dificultad. ¿Acaso á los 
vagos se les priva del comercio humano? ¿Por qué no 
han de dar dinero con hipoteca si lo tienen, y por qué 
no han de poder recibirle si hay quien se lo preste? 

En la 2? fracción se previene también que se haga 
constar «la hora en que se presente el título al regis- 
tro. )) Sobre esto cedemos la palabra á persona más au- 
torizada: «La fecha y la naturaleza del crédito y la au- 
toridad ó notario que lo suscriba, son también condicio- 
nes que deben hacerse constar en el registro y sobre las 
que es excusada toda explicación. No así tratándose de 
la hora en que se presente el título al registro. Estfi cir- 
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cunstancia es enteramente inconducente, supuesto que 
ninguna consecuencia práctica puede derivarse de eUa, 
ni derecho alguno puede fundarse ó modificarse por la 
hora en que un título se presente.»* 

Y tiene razón el Sr. Lozano, al menos por lo que res- 
pecta á las escrituras registradas dentro de los 15 dias 
de su otorgamiento; porque como él mismo lo hajse no- 
tar más adelante, según los arts. 3,353 y 3,354, las es- 
crituras de hipoteca producen efecto desde la fecha del 
contrato, ó desde la fecha del registro, y particularmen- 
te en el primer caso la anotación de la hora no produce 
resultado alguno jurídico. ¿Y habia de fundarse una nu- 
lidad en circunstancia que, llenada ó no llenada, era per- 
fectamente igual para todos los interesados? 

En la fracción 7? se exige que se haga constar el nú- 
mero de los predios hipotecarios. Hé aquí un requisito 
imposible de llenar en las fincas rústicas, así como el 
nombre, que también exige, no es posible llenarle en las 
urbanas, en la mayor parte de los casos. Previénese tam- 
bién en la propia fracción que se hagan constar « las de- 
mas circunstancias que los caractericen» — á los predios 
hipotecados. — Es absurdo, por no decir otra palabra más 
fuerte, suponer que en cosas tan vagas, generales é in- 
definidas pudiera fundarse una nulidad. 

Acaso se nos diga: la ley debe entenderse en términos 
hábiles ;' y así las palabras profesión, nombre, número y 
otras semejantes, debe entenderse que se han de poner 
cuando las tengan. Lo mismo sostenemos nosotros con 
referencia á la fracción 8?^ La ley debe de entenderse 
en términos hábiles, y en consecuencia cuando la omi- 
sión de alguna circunstancia no importe el que se deje 

1 Lozano, Der. liip., lee. 14, ntíin. 86. oigitized by LjOOglC 
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de conocer los derechos adquiridos poi* el acreedor y el 
predio que se hipotecó, como esa omisión no causa per- 
juicio á nadie, no es ni puede ser motivo de nulidad. 

La ley debe de entenderse en términos hábiles, debe 
expresarse la profesión cuando la tienen los contratantes, 
según como se dispone en derecho francés,' y debe por la 
misma razón hacerse constar lo que la finca debe.por con- 
tribuciones cuando tiene en efecto algún gravamen de 
esta especie, y si así no lo hicieron, al fisco, que es el 
único perjudicado, no se le podrá objetar ese registro ni 
la preferencia en el pago. Las hipotecas no quedan sus- 
traídas á las reglas generales de los contratos, y siempre 
que se exige un requisito en favor de una persona, so- 
lamente á ella le aprovecha ó puede prevalerse de la 
omisión. Así los terceros no pueden reclamarla nulidad 
del contrato celebrado por la mujer casada sin licencia 
de su marido;^ así tampoco pueden los terceros alegar 
la nulidad de los contratos celebrados con los menores.^ 
En ningún caso la fracción 8? del art. 2,026 debe en- 
tenderse con más extensión que la expresada por el re- 
glamento del registro promulgado en México á 28 de 
Febrero de 1871. Según este reglamento, «toda inscrip- 
ción de actos ó contratos que hayan devengado dere- 
chos á favor de la h^,cienda pública, expresará además 
el importe de estos y la fecha y número del recibo de 
su pago.»* De esta manera la fracción 8? del art. 2,026 
vendria á exigir un requisito justo, el de que se hahia, 
pagado la contribución causada por el contrato cele- 
brado. 

1 Cód. civ., art. 2,148. 

2 C. c, art. 214. 

3 C. c, art. 516. 

4 Art. 46, frac. 10. D¡g¡t¡,ed by GoOglc 
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Nos parece, pues, haber demostrado cumplidamente 
que no pueden exigirse en los registros de hipotecas, co- 
mo requisitos jpro forma ó bajo pena de nulidad, todos los 
que se enumeran en el artículo 2,026. Todos ellos son 
convenientes, y debe llenarlos el registrador cuando sea 
posible ; pero seria un absurdo inconcebible considerar 
á todos y cada uno como esenciales, y que la omisión de 
cualquiera de ellos fuera causa de nulidad. Vamos á de- 
mostrar que el artículo 2,033 no contradice las teorías 
asentadas. 

Dice el artículo 2,033: «Es nulo el registro hecho en 
contravención á lo dispuesto en los artículos 2,021, y 
2,024 á 2,026. » No contiene este artículo ni una propo- 
sición singular, ni una universal absoluta; sino una pro- 
posición indefinida. La redacción de ese artículo no es 
igual á esta proposición: es nulo el registro en que se 
omita cualquiera de los requisitos enumerados en los ar- 
tículos 2,021, y 2,024 á 2,026. Se infringe sin duda el 
. artículo 2,021 con no insertar el certificado de hipoteca: 
se infringe el 2,024 por no hacer el registro en el oficio 
de la ubicación de la cosa; mas no se infringe el 2,026 
porque se omita uno de los veinte requisitos que enume- 
. ra, pues para decir eso no se hubiera usado de una pro- 
posición indefinida. 

Antecedentes hay en legislación que así lo demues- 
tran: el Código deComercio del854 contiene un artículo 
92, no preceptivo como el 2,026, sino prohibitivo; dice: 
«No puede ningún corredor: 19 Ser comerciante: 29 Apo- 
derado, etc., etc. » Y dispone luego el 93: «Al infractor 
del artículo anterior, en cualquiera de sus jiartes^ impon- 
drá el tribunal la pena de destitución y una multa. » Nb 
habría puesto el legislador de 54 estas palabras en emir 

Digitized by VjOOQ IC 



53 

quiera de $m partes, si no hubiera comprendido quQ, sin 
eUas, podrían los corredores ser comerciantes ó apode- 
radosy sin incurrir en las penas de la ley. 

El art. 30 de la ley hipotecaria española dispone : « Las 
inscripciones de hipotecas serán nulas cuando carezcan 
de las circunstancias expresadas en los números 1, 2, 3, 
4, 5 y 6 del mismo art. 99» El artículo que se acaba de 
copiar es ciertamente más claro, más expreso y más ter- 
minante que el 2,033 de nuestro Código, y sin embargo, 
se dispone luego en el art. 32 : « Se entenderá que carece 
la inscripción de alguna de las circunstancias compren- 
didas en los números y artículos citados en el art. 30, 
no solamente cuando se omita hacer mención en ella de 
todos los requisitos expresados en cada uno de los mis- 
mos artículos ó números, sino también cuando se expre- 
sen con tal inexactitud que pueda ser por ello el terce- 
ro inducido á error, sobre el objeto de la circunstancia 
misma, y perjudicado además en su consecuencia. Cuan- 
do la inexactitud no fuere sustancial conforme á lo pre- 
venido en el párrafo anterior, ó la omisión no fuere de 
todas las circunstancias comprendidas en alguno de los 
referidos números ó artículos, no se declarará la nuli- 
dad sino en el caso de que llegue á producir el error y 
el pequicio. » * D. Pedro Gómez de la Sema, comentan- 
do estos artículos, dice: «De todo podemos inferir: 1?, 
que cuando la inscripción carece de todas las circuns- 
tancias prescritas en los números mencionados en este 
artículo, no es inscripción, y por lo tanto no ha lugar á 
su nulidad: 29, que cuando se omiten todo3 los requisi- 
tos prevenidos en alguno de los números expresados, la 
inscripción es nula: 39, que cuando se expresan algunos 

1 Ley hipotecaria, págs. 606 y 618. ^.^^^^^^^ ^^ GoOglc 
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de los requisitos de un número y se omiten otros, solo 
se declarará nula la inscripción en el caso de que- la omi- 
sión llegue á producir error ó perjuicio. No basta que 
haya alguna inexactitud en la redacción de la inscrip- 
ción, para que se considere comprendida en el caso á 
que el texto se refiere. Es necesario, además dé que pue- 
da el tercero ser inducido á error, como dicen las pala- 
bras que aquí explicamos, que este error verse sobre el 
objeto de la circunstancia misma en los términos que ex- 
pondremos en el número siguiente de este comentario, 
y que el error produzca realmente perjuicio, según se 
expresa al final de la primera parte del artículo. Sin es- 
ta triple circunstancia no puede considerars,e vicio en 
la inscripción. Y con razón, porque la ley no debe lle- 
var las declaraciones de nulidad ni la facultad de anu- 
lar más allá de los términos indispensables para que no 
quede desvirtuado el principio en ella establecido. No 
debe sacrificarse á sutilezas, ni á falta de formalidades, 
ni á la omisión, ni á la inexactitud que no causen per- 
juicios, lo que en el fondo está ajustado á la ley y satis- 
face completamente á su espíritu. » 

La ley española habia determinado en su art. 30 que 
eran nulas las inscripciones hipotecarias que no expre- 
saran las circimstancias expresadas en tales y cuales nú- 
meros del art. 9; pero como no habia dicho todas ó cada 
una de esas circunstancias, el legislador y los comenta- 
dores entienden que la omisión de uno de los requisitos 
no produce nulidad. ¿Y habriamos de dar más* latitud 
al art. 2,033 de nuestro Código, que es más vago, más 
indefinido? Sin duda que no. 

Las reglas de interpretación vienen en apoyo de las 
doctrinas asentadas: <íi8ed etsi m,axime verba Ugis hunc 
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hdbeant intellectuMy tamen mens legislatoris aliud vulV — 
Quoties ex verbis legis simpliciter intellectis^ prafertur ini- 
quum ceqWy recedimus á verbis^ et stamus mente rationique 
legis.^ — Bationem animi meipotim secutus^ qmm nimiam 
et miseram diligentiam. » ' 

Troplong * nos dice: «La ley debe ser examinada en 
su espíritu y en su texto: muchas veces su texto condu- 
ce más lejos que su espíritu, y se sabe que en muchas 
circunstancias este imperio del texto, del que es nece- 
sario tener buena cuenta, desnaturaliza ó corrompe el 
pensamiento primitivo de la ley; pero algunas veces 
también el texto literal es un medio de mejorarla, y 
cuando se conoce que á la formación de la ley ha pre- 
sidido una idea perniciosa, es un deber del jurisconsul- 
to acudir al texto á ver si da lugar á una dirección más 
propia y si no puede conducirse la ley á los límites de 
lo que es razonable y justo. » 

Creemos, pues, haber demostrado que el art. 2,033 
del Código civil no hiero con la pena de nulidad al re- 
gistro, ai que faltare alguna de las. veintidós circunstan- 
cias que mencionan los artículos 2,021 y 2,024 á 2,026, 
y que, al contrario, la sentencia que declarara nulo un 
registro porque le faltara alguno de los requisitos en 
esos artículos mencionados, podia ser reclamada con el 
fundamento de no haberse juzgado por ley exactamen- 
te aplicable al caso. 

Se nos hace todavía un argumento de menor impor- 
tancia, que es el tomado del art. 2,016 del Código civil: 
<K La hipoteca no producirá efecto alguno legal sino des- 

1 L. 13, J 2, de Exeusat, D. 27 1. 
. 2 Baldo, in L cit. Gotliof. 

3 L. 88, í 17, Legatis lib. 29 

4 Privüeg. et Mpoth.,.ntím. ©71 fin. D¡g¡^¡,ed by GoOglc 
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de la fecha en que fuere debidamente re^strada, » que 
es igual á otro artículo del Código de Procedimientos, * 
y el argumento se toma de la palabra debidamente. ¿Qué 
es lo que significa esta palabra? Según el primer Dic- 
cionario de la Academia, que es también el mejor de los 
que ha publicado, es un adverbio de modo que tiene 
por primera significación: «justamente, razonablemen- 
te, con equidad y moderación. » No. cabe duda de que 
la escritura del Sr. Mier y Celis ha sido razonablemen- 
te registrada, es decir, se ha registrado con mención de 
las circunstancias esenciales, sin que se haya omitido 
nada que pueda inducir en error á los terceros. 

En el Código francés el art. 2,148 está concebido en 
los términos del 2,026. El 2,134 está mucho más expre- 
so que nuestros artículos 2,016 del Código Civil y 954 
del de Procedimientos. Dice el 2,134 del Código fran- 
cés: «Entre los acreedores la hipoteca no tiene rango 
sino desde el dia de la inscripción hecha por el acreedor 
en el registro, en la forma y de la manera prescrita por 
la ley. » Dispútase, sin embargo, en Francia, si faltando 
algún requisito de los que menciona el art. 2,148 la hi- 
poteca es nula, y á este respecto ensena Troplong: «La 
inscripción debe expresar tres condiciones importantes: 
1?, la del inmueble hipotecado; 2?, la de la persona del 

deudor; 3?, el monto de la suma garantizada Al 

principio se observó con todo rigor la prevención del 
art 2,148, estableciendo la nulidad sobre todo registro 
que careciere de cualquiera de esos requisitos, hasta que 
la experiencia vino á ilustrar los espíritus sobre el ver- 
dadero fin de la ley al marcar esas formalidades. M. Da- 
niels fué el primero qiie levantó la voz contra esta se- 

1 Art. 954. 'Oigitized by CjOOglC 
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vendad brutal^ que compromete tantos contratos cele- 
brados bajo el sello de la buena fé Pero más tarde 

se advirtió que este sistema funesto iba más allá del fin 
que se habia propuesto el legislador; se le abandonó ca- 
si generalmente para abrazar otro sistema que consistia 
en distinguir en el art. 2,148 formalidades sustanciales, 
y formalidades accidentales y secundarias Se en- 
tiende por sustanciales las que son indispensables para 
llenar el fin para el que el acto se ha establecido, y este 
fin fué el dar medios bastante eficaces para impedir que 
el que va á prestar su dinero ó quiere comprar un in- 
mueble, caiga en im lazo por la ignorancia de las car- 
gas que pesan sobre el deudor Son sustanciales 

las formalidades que, omitidas, pueden inducir en. er- 
ror á los que quieren contratar con la misma persona, 
y las otras no son más que accidentales, y no se halla 
razón para establecer que su omisión produzca nuli- 
dad.» Repite que las sustanciales son: el nombre del 
deudor, el monto de la suma y la designación del in- 
mueble hipotecado, y agrega : « La omisión de estas for- 
malidades es causa necesaria de error pequdicial, y for- 
zosamente anula la inscripción, tanto con respecto á los 
acreedores, como Qon respecto al tercer adquirente; en 
cuanto á las otras formalidades, ó son relativas ó pura- 
mente accesorias. Su omisión no trae consigo jamas im 
peijuicio que pueda extenderse á todos los interesados, 
y que pueda, por consecuencia, hacer anular la inscrip- 
ción. Una de ellas, la indicación del domicilio designado, 
no es susceptible de dar motivo á debates sino entre el 
acreedor cuya inscripción es atacada por falta de este 

1 No somos responsables de esta palabra; el original dice: tM. Daniels fút; 
i% crois, le premier h elever la toíx oontre cette sévérité brutale.f GoOqIc 
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reqtásito y el tercer adquirente. Las otras formalidades 
prescritas por el art 2,148 pueden omitirse, sin que de 
aquí resulte perjuicio á los acreedores ni al tercer ad- 
quirente. Son, pues, formalidades de precaución que es 
bueno observar, pero cuya falta no produciría la pena de 
nulidad. En ima palabra, no hay nulidad sino cuando 
haya perjuicio. » ' 

Los autores franceses admiten, pues, distinción entre 
circunstancias esenciales y accidentales, no obstante que 
de ellas no hace mención la ley fi'ancesa como sí la hace 
nuestro Código, según vamos á demostrar. 

El tít. 8 y el tít 23 del libro 39 del Código, forman 
im todo que se puede llamar Registro Público, lo que 
prueban los arts. 2,041 y 2,042, tít. 8?, que hablan en 
general del registro, que no los hay semejantes en el tí- 
tulo 23, y sin embargo no pueden dejar de regir en las 
inscripciones. Lo prueba el ari 3,353 * que no le hay 
semejante en el tít 8?, y rige sin duda para las inscrip- 
ciones hipotecarias; lo prueba finalmente el reglamento 
en su art 10. Cuando los autores del Código redactaron 
el tít 8? no tenian aún una idea cabal de la extensión 
del registro, y natural es considerar el tít 23 como es- 
pecial, y si hubiere oposición ó diferencia las disposicio- 
nes de este modificarian el tít 89 Pues bien, en el título 
23 se establecen los requisitos del registro,' y solo se de- 
clara la nulidad del mismo cuando falta alguno de los 
requisitos esenciales;^ y pues que la ley no determina 
cuáles son estos requisitos esenciales, queda su califica- 
ción al prudente arbitrio del juez, quien no le podrá usar 

1 Loe. cit.,Ks.665á669. 
2Tft.23. 

3 Art 3,349. 

4 Art. 3,358, fracción 4* oigitized by GoOglc 
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más ajustado á [la razón que siguiendo las reglas por 
TroploDg establecidas. 

Dé lo expuesto sobre esta materia se deduce: prime- 
ro, la falta en la inscripción de alguna de las circunstan- 
cias enumeradas en los arts. 2,021 y 2,024 á 2,026 no 
es causa suficiente para declarar la nulidad de una ins- 
cripción: segundo, que no puede declararse la nulidad 
de una inscripción cuando tiene los requisitos esenciales 
que enumera el art. 3,359, y las dos escrituras de que se 
trata tienen todos estos requisitos : tercero, que según au- 
toridades tan respetables como la de Troplong y D. Pe- 
.dro Gómez de la Sema, la omisión de cualquiera requi- 
sito no puede ser causa de nulidad sino cuando los demás 
acreedores ó el tercer adquirente de la finca Hayan sido 
inducidos á error y sufrieran perjuicio por causa de esa 
omisión; y cuarto, que con la omisión referente al pago 
de contribuciones al único que podria perjudicarse seria 
al fisco, que por lo mismo seria también el único con de- 
recho á reclamar esa omisión. 

La sentencia del Juzgado 29 de lo Civil no ha infrin- 
gido el art. 2,033 del Código, y se apoya en otros ar- 
tículos expresos que violaría si su fallo fuere distinto del 
pronunciado.' El art. 4,332 dispone: «Los actos y con- 
tratos que conforme á la ley deben registrarse, no pro- 
ducirán efectos contra tercero, si no estuviesen insertos 
en el oficio respectivo.» En este artículo, para producir 
efectos contra tercero, solo se exige que los actos y con- 
tratos estén inscrítos en el oficio respectivo, y la escrí- 
tura de D. Antonio Mier ha sido inscrita. La misma idea 
envuelven otros diversos artículos del Código. 

Todavía hay artículo más expreso en que la sentencia 

1 V. arts. 1,984 y 1,998. oigitized by GoOglc 
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se apoya: «El registro conservará sus efectos mientras 
no fuere cancelado ó se declare prescrito,»® dice la ley; 
y pues que el registro hecho en la escritura de que se 
trata no ha sido cancelado, ni se le declaró prescrito, no 
puede en juicio negársele sus efectos sin infringir el ar- 
tículo 2,037. 

Finalmente, la sentencia de remate, graduación y pa- 
go, en este juicio pronunciada, causó ejecutoria que se 
registró en cumplimiento de lo dispuesto en los artícu- 
los 3,338 y 4,342 del Código civil. Lo que se persigue 
hoy es el cumplimiento de ese fallo contra el que ya no 
cabe recurso legal y que ha sido debidamente registrado. 



VII 



Debemos esperar confiadamente en que el fallo que 
pronuncie la Corte en este asunto llevará la tranquili- 
dad á los ánimos, declarando una vez más que no pro- 
cede el amparo en negocios judiciales del orden civil 
bajo pretexto de que no se hubiere aplicado la ley exac- 
tamente, y que aun cuando procediese, estableceria la 
regla de que solo tienen derecho para introducirle los 
que estén directamente interesados. En el caso de que 
crea que deben conocer del negocio que aquí se ventila, 
no tememos un momento que fuera á iniciar una inter- 
pretación del Código, que pusiera en peligro contratos 
celebrados bajo la base de la buena fé, y que inaugura- 



1 Art. 2,037. 
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se una severidad de interpretación tan ruda como justa- 
mente calificada por él comentador del Derecho fra,nc8s. 
El objeto del legislador al establecer el registro ; la 
naturaleza de la institución; la buena fé de los contra- 
tos; el deseo de evitar la multitud de pleitos que pudie- 
ran suscitarse; el principio de toda buena legislación 
y dé toda buena jurisprudencia de que no deben esta- 
blecerse nulidades por causas fútiles y que en nada per- 
judican á los contratantes ni á los terceros, serian mo- 
tivos bastantes poderosos para dulcificar la ley, si fuese 
tan rigurosa como se supone. Pero cuando la ley no es 
expresa, cuando la ley no hiere con esa inflexibilidad 
que se pretende, esos motivos «on más que suficientes 
para inclinar los ánimos y los espíritus á una interpre- 
tación prudente, racional y equitativa. Solp procedien- 
do de esta manera es como se puede decir que el estu- 
dio del derecho es el mejor ejercicio de los hombres li- 
bres: solo cuando la ciencia se levanta á estas alturas, 
es cuando se puede decir: «el derecho es la vida. » * . 

México, Abril de 1879. 



1 Lennmier, Pbilosoph. du droit, lib. 5?| cap. 1? 
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